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SENTENCIA 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 23 de agosto de 2016. 

I. 

Comparece la parte apelante, el doctor Osvaldo E. 

Font De Santiago, solicitando la revocación de una 

sentencia del Tribunal de Primera Instancia, Sala de 

Carolina, que declaró ha lugar una demanda presentada 

por la parte apelada, Vivian Martínez Mesada. En su 

dictamen, el foro primario concluyó que la parte 

apelada fue despedida de su empleo de manera 

injustificada y discriminatoria, mientras disfrutaba 

de una licencia por maternidad, luego de haber sufrido 

un aborto espontáneo a cinco semanas de su gestación. 

Este recurso nos permite expresarnos en torno a 

la procedencia de una licencia de maternidad y una 

causa de acción por discrimen por embarazo de una 

mujer que sufre un aborto espontáneo.   

Veamos la procedencia del recurso promovido. 
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II. RELACION DE HECHOS DEL CASO  

 Según se desprende del caso de autos, el 21 de 

marzo de 2012 la parte apelada comenzó a trabajar para 

el ―Center For Diagnosis, Rehabilitation & Pain 

Treatment of the Caribbean‖. La apelada fue 

entrevistada por las señoras Olga Lebrón y Gladys 

Vélez y eventualmente contratada de forma parcial como 

enfermera graduada.  

Según testificó la apelada, entre sus funciones 

se encontraban canalizar los pacientes, colaborar 

junto al apelado en el área de las cabinas, en la 

limpieza de las áreas, comunicarse y mantener un 

informe diario sobre los tratamientos de los 

pacientes, entre otras.
1
  

El 11 de mayo de 2012, las partes suscribieron un 

nuevo contrato de trabajo con un periodo probatorio 

que vencía el 19 de junio de 2012.  Transcurrido el 

periodo probatorio de 50 días, la apelada se convirtió 

en empleada regular y por contrato indeterminado de la 

parte apelante con un sueldo de $1,900 mensuales.
2
  

Según surge de la transcripción del juicio, el 

apelante, doctor Osvaldo Font, testificó sobre la 

filosofía del consultorio médico lo siguiente: 

Nuestra corporación es una corporación 

cristiana, base cristiana, y todo lo que se 

refleja dentro del ambiente mas bien de 

cristianos, por todo le pertenece a Dios. 

Nosotros entregamos nuestra vida al Señor y 

somos siervos del Señor. Y se le pide. . . 

se le exige a cada uno de los empleados que 

mantengan una ética, una moral, unos 

principios, conforme a la palabra del Señor. 

La señora Martínez, pues desde que se 

entrevistó presentó lo que aparentaba ser 

una sierva del Señor, que bregaba con unos 

principios, y por eso se contrató, entiende. 

Lo que haya pasado después, pues no... 

                                                 
1 Véase, Trascripción de la Vista en su Fondo, pág. 106 
2 Id. a la pág. 124 
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P. Cuando los empleados son 

reclutados, ¿se le informa cuáles son las 

expectativas, en términos de comportamiento, 

de valores, de principios, se le informa al 

momento de [sic] reclutamiento? 

 

R. Eso es correcto. Se va paso por 

paso, todos y cada uno de lo que se espera 

de él como empleado, desde el punto de vista 

ético, profesional, como ser humano, como 

cristiano, del comportamiento que tienen que 

tener con los pacientes, con las personas 

que llegan, que llegan con necesidades 

espirituales, emocionales y físicas, no 

solamente físicas. Si tienen problemas 

espirituales y entonces a veces hay que 

darles consejería.
3
  

 

El doctor Font testificó que la apelada no se 

negó a cumplir con las normas, que las ―aceptó y [sic] 

iba muy bien‖. Añadió que el inciso F del contrato de 

empleada temporera, disponía que ―La empleada 

temporera se compromete y obliga en que mientras dure 

y esté vigente este contrato no realizará actos que 

puedan afectar la buena reputación de Center‖. 

La apelada no está casada, pero convivía con su 

pareja.
4
 

Según el testimonio de la apelada, todas sus 

evaluaciones ―fueron muy buenas‖.
5
 Las evaluaciones de 

la apelada admitidas en evidencia clasifican su 

desempeño como ―excelente‖ y ―bueno‖.
6
  La apelada 

recibió evaluaciones ―excelentes‖ y ―buenas‖ en los 

meses de mayo, junio, julio, agosto, octubre, 

noviembre y diciembre de 2012, así como de enero a 

mayo del año 2013. Aunque en ciertas instancias de las 

evaluaciones se le señalaban algunas áreas que debía 

mejorar, tales como, ―no leer revistas en horario de 

trabajo, no ver televisión, películas; interrupciones, 

                                                 
3 Id. a las págs. 22-23. 
4 Id. a la pág. 104 
5 Id. a la pág. 108. 
6 Id. a la pág. 109 
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evitar comentarios frente a pacientes‖. Se le exigió 

además utilizar una ―bata larga‖ y que debía mejorar 

en torno a su ―organización, cuando atendía los 

pacientes, y a la realización de estudios por 

iniciativa.‖
7
 El doctor Font testificó sobre el 

comportamiento de la apelada que,  

R. Yo no la supervisaba a ella 

directamente. Pero en los momentos en que 

ella me acompañaba, cuando tenía que atender 

a alguna dama, su comportamiento siempre fue 

conforme a lo que estaba establecido. Nunca 

vi nada fuera de lo que pudiera decir, pues 

mira, esta empleada estaba fuera de control, 

esta empleada no puede continuar, yo 

realmente no lo vi.
8
 

 

La apelada aceptó que recibió una carta de 

reprimenda por un incidente con un supervisor, pues 

según la propia apelada, no se comportó ―en ese 

momento adecuadamente‖.
9
 El doctor declaró sobre un 

incidente con la parte apelada en un crucero al que 

invitó a las empleadas de la oficina. Sobre la 

invitación al crucero, explicó: 

R. Tenía dos propósitos, que 

descansaran, y aparte ir orientando qué 

vamos a hacer en el . . . a continuar, los 

cambios que iban a haber dentro de la 

práctica y del funcionamiento, pero nada que 

ver con despedir a nadie. En ese. . . cuando 

llegamos de la. .. del crucero, que pasaron 

unas cosas dentro del área de enfermería, 

donde la supervisora de la señora Martínez , 

la señora Vélez, se me acerca y me dice que 

la señora Martínez estaba teniendo unos 

comportamientos que iban en contra de los 

principios de la oficina.
10
 

 

Añadió, 

R. Yo estaba con mis hijas, ¿me 

entiende? O sea , la única vez que compartí 

con Ms. Martínez fue en los momentos de 

reunión, donde se le explicaba lo que íbamos 

a hacer y en los momentos de la cena. El 

resto del tiempo, ella compartía con los 

demás compañeros, o sea, que no sé. 

                                                 
7 Id. a la pág. 137 
8 Id. a la pág. 26. 
9 Id. a la pág. 138 
10 Id. a la pág. 30. 
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 Continúo declarando,  

 

Lo que voy a mencionar yo lo viví, por 

eso, pero no le quise dar. . .  

 

LCDA. TORRES:  

 

P. ¿Usted lo vivió? 

 

TESTIGO: 

 

R. Sí. No le quise dar importancia 

porque, pues, estábamos nosotros en el área 

de baile y entonces no sé si era que la 

enfer...Ms. Martínez tenía. . . presentó un 

comportamiento desagradable con el esposo de 

mi secretaria. Y entonces, mi secretaria la 

empujó, y entonces se dijeron algo, pero Ms. 

Martínez se fue y ella se fue con el esposo 

a otro lado.
11
  

 

El doctor Font comentó sobre un incidente en el 

área de trabajo: 

. . . Pero entonces, de momento viene 

Ms. Vélez, o sea, estoy yo saliendo de ver 

un paciente y veo a Ms. Vélez llorando, y le 

pregunto qué le pasó. Me dice que tuvo una 

discusión con la señora Martínez y que la 

señora Martínez le salió con malacrianzas, 

le faltó el respeto y dijo que renunciaba y 

se fue. Yo dije, ―Bueno, se fue, pues se 

fue‖. 

Al otro día ella regresa, la señora 

Martínez regresa, pidiendo excusas, pidiendo 

perdón y que se aceptara otra vez en el 

trabajo y se le dio una oportunidad.
12
  

 

En torno a este incidente, la apelada testificó 

que,  

R:   En ese momento nosotras nos 

estábamos reuniendo por situaciones que 

estaban sucediendo en el área de enfermería. 

En el cual, pues ambas nos alteramos debido 

a que, pues, ella me hizo comentarios de que 

yo quería quitarle su puesto, debido a, pues 

que ya el doctor me había hecho el 

ofrecimiento de irme a estudiar medicina. Y 

a raíz de eso, pues el día de la reunión, 

ella, pues me indició de que yo… que a mí me 

interesaba su puesto. A lo cual yo, pues 

obviamente, me enojé. Le indiqué que a mí no 

me interesaba su puesto, tanto por la paga 

que ella recibía, como para… contra todo lo 

que ella realmente tenía que realizar en la 

oficina, que yo prefería quedarme con mi 

                                                 
11 Id. a las págs. 35-36. 
12 Id. a la pág. 31. 
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puesto y no tener tantas obligaciones en la 

oficina, que tener un aumento en el sueldo y 

aumentar las… mis deberes en la oficina. 

  

P:   ¿Qué acción tomó el patrono hacia 

usted, en relación a ese incidente? 

  

R:   En ese momento yo no hablé 

directamente con el doctor Font. Al otro 

día, pues la señora Vélez me entregó una… un 

―warning‖. 

  

P:   Después de ese… cuál es… después 

de ese ―warning‖… 

  

R:   Unjú. 

  

P:   …en el área de trabajo, ¿ocurrió 

algún otro incidente con algún personal de 

la oficina? 

  

R:   No. 

 

El doctor Font declaró que como la apelada se 

había humillado, estaba dispuesta a corregir sus 

errores y como principio cristiano se le dio una 

oportunidad.
13
 A preguntas de su abogada de los motivos 

por los cuales no despidió a la apelada, sostuvo: 

R. Bueno, porque ella al otro día 

vino, pidió perdón y se humilló y dijo que 

no iba a ocurrir nada más. Y se le dio la 

oportunidad, yo creo que. . . creo en que 

hay que dar oportunidades.
14
 

 

 Tiempo después, el 9 de agosto de 2013, la parte 

apelada intentó levantar un ―counter‖ en su lugar de 

trabajo y le comenzó un leve dolor pélvico.
15
 La 

apelada le comunicó de dicho dolor a la otra doctora 

que trabajaba con el apelante, Dr. Font De Santiago. 

La doctora recomendó a la apelada que se realizara un 

sonograma, pues su menstruación se había dilatado más 

de doce días.
16
 Ese mismo día, como no contaba con un 

plan de servicio de salud patronal, la apelada se 

                                                 
13 Id. a la pág. 40. 
14 Id. a la pag. 41. 
15 Id. a la pág. 109 
16 Id. a la pág. 110 
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realizó una prueba de embarazo a través de la sangre, 

la cual arrojó un resultado negativo.
17
    

 El 10 de agosto de 2013, la Dra. Allende le 

realizó a la parte apelada un sonograma endovaginal. 

El 12 de agosto de 2013, la parte apelada recibió los 

resultados del sonograma y los mismos reflejaron la 

existencia de un saco gestacional pequeño, pero no se 

identificó la presencia de un embrión dentro del 

mismo.
18
 La apelada le notificó los resultados del 

sonograma a su supervisora y jefa de enfermeras, la 

señora Gladys Vélez.  

 Según el testimonio del ginecólogo, doctor 

Marrero, el sonograma, ―dice que ella tiene un útero 

retrovertido, un tamaño normal y que en su interior, 

en la cavidad endometrial, en la cavidad uterina 

interior, tiene un saco gestacional que corresponde a 

un embarazo de cuatro a cinco semanas de embarazo.‖
19
 

―Tiene un útero normal, retrovertido, eso quiere decir 

que está echado hacia atrás, y tiene un saco pequeño 

en la cavidad endometrial‖
20
, sostuvo el especialista.  

El médico añadió, ―el sonograma me dice que tiene un 

saco gestacional que tiene alrededor de cuatro a cinco 

semanas no se ve el feto como tal, solamente se ve el 

saquito.‖
21
 El sonograma recomendaba seguimiento en las 

próximas dos semanas.
22
 

El 14 de agosto de 2013, la apelada le indicó a 

la señora Vélez que le hicieron unos estudios médicos 

y que tenía cinco semanas y varios días de embarazo. 

                                                 
17 Id. a la pág. 110 
18 El ginecólogo de la apelada testificó que la falta de un 

embrión en esta etapa no implicaba que la apelada no estuviera 

embarazada o no se tratara de un saco gestional. Id. a la pág. 93 
19 Id a la pág. 72 
20 Id. a la pág. 91 
21 Id. a la pág. 73 
22 Id. a la pág. 92 
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La apelada también le informó al doctor Font que 

estaba embarazada. Según el testimonio de la apelada, 

―Lo único que me indicó  es que . . . se sorprendió , 

porque, obviamente, en aquel momento yo estaba . . . 

no estaba casada, continúo sin estar casada. Y su 

única respuesta fue que felicidades y que por esa 

razón, pues no podían despedirme, fue lo único que me 

contestó.‖
23
    

El 19 de agosto de 2013, la apelada le informó a 

la señora Vélez que los niveles del ―Beta quántico‖ 

estaban disminuyendo y la Sra. Vélez le recomendó a 

visitar a otro médico para una segunda opinión. 

La Sra. Vélez gestionó y le consiguió una cita a 

la apelada con el ginecólogo-obstetra, Dr. Carlos J. 

Marrero Arroyo. El 21 de agosto de 2013, la apelada 

visitó al doctor Marrero quien le realizó un sonograma 

en la oficina.
24
 El médico le informó que a base de los 

episodios de sangrado registrados, del resultado de la 

prueba de sangre negativo de embarazo y la detección 

del saco gestacional, había experimentado un ―Missed 

abortion‖ o un embarazo no embriónico.
25
  

Según testificó el doctor Marrero, ―Un missed 

abortion es una paciente que estaba embarazada, se 

considera embarazo de todas maneras. Pero que el 

embarazo, por alguna razón, no tiene latidos fetales. 

Entonces es un aborto que está retenido, una retención 

que la paciente todavía no la ha botado, no la ha 

expulsado.‖
26
 Como parte del contrainterrogatorio 

                                                 
23 Id. a las págs. 111-112.  
24 Id. a la pág. 89 
25 Según surge de la transcripción, la apelada había sufrido 

abortos en los años 2006, 2008, 2013 y 2014. Id. a la pág. 104. 

Véase además, testimonio de la apelada corroborando el testimonio 

del doctor Marrero. Id. a las págs. 111-112 
26 Id. a la pág. 71 
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añadió, ―es completamente normal que a las cuatro 

semanas de embarazo usted vea solamente un saco 

gestacional y no vea embrión. Eso puede ser un 

hallazgo completamente normal.‖
27
 Le señaló  a la 

apelada que esperara hasta el jueves próximo para ver 

si expulsaba el saco. El Dr. Marrero Arroyo le indicó 

a la parte apelada que en caso de  surgir algún 

sangrado, visitara el hospital Centro Médico, pues no 

tenía cubierta de seguro médico.  

La apelada testificó que luego de esta visita, le 

informó a la señora Gladys Vélez sobre el estado de su 

embarazo, que no tenía embrión dentro del saco 

gestacional y que en cualquier momento podía expulsar 

el saco o le tendrían que inducir un raspe.
28
 

Dos días después, el 23 de agosto de 2013, 

estando la parte apelada en su lugar de trabajo, le 

informó a una de sus compañeras de trabajo que estaba 

sangrando color rosa y que tenía mucho dolor. Luego de 

que sus compañeras de trabajo la ayudaran y que una 

amiga de la apelada la buscara a su trabajo, la 

trasportaron al Hospital Ashford Presbiteriano.
29
 En la 

institución hospitalaria le realizaron un sonograma. 

El Dr. Marrero le informó a la apelada que lo visitara 

al otro día para repetir el sonograma y constatar que 

había expulsado todo el saco gestacional. Ese día, la 

apelada recibió antibióticos. El doctor le recomendó 

que acudiera al Centro Médico si mostraba fiebre, 

sangraba mucho, experimentaba dolor intenso o mareo.
30
  

Al día siguiente, el 24 de agosto de 2013, la 

apelada visitó al Dr. Marrero Arroyo. La apelada le 

                                                 
27 Id. a la pág. 86 
28 Id. a la pág. 113. 
29 Id. a las págs. 113-114 
30 Id. a la pág. 114 
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informó sobre el sangrado que había experimentado y 

los coágulos que había expulsado.
31
 Ese día, el doctor 

Marrero le realizó un sonograma a la apelada en su 

oficina médica y no logró ver el saco gestacional.
32
 

Concluyó que el episodio de sangrado suscitado el 23 

de agosto de 2015 constituyó un aborto natural. El 

doctor Marrero confirmó que se trataba de un saco 

gestacional y no de otro tipo de patología, pues de lo 

contrario el saco hubiera sido visible en esta 

ocasión.
33
 El médico le informó que como había 

expulsado todo el cuerpo no era necesario realizarle 

un raspe, ―que simplemente, pues llevaría tratamiento 

en el hogar y reposo.‖
34
  

Consecuentemente, le expidió un certificado 

médico por maternidad desde el 24 de agosto de 2013 

hasta el 4 de octubre de 2013.
35
 El certificado médico 

tenía el nombre, la dirección, la información y la 

firma del médico.
36
 El especialista justificó la 

concesión del certificado médico señalando: 

P ¿Qué síntomas presentaba la 

señora…? 

R ¿Qué fecha? 

P El 8/24/13 

R El 8/24, sangrado vaginal, 

sangrado vaginal. 

P ¿Continuaba para ese momento con 

sangrado? 

R Sí. Ahí estaba sangrando todavía. 

P ¿Cómo eso afecta la salud de la 

paciente? 

R Bueno, eso es un poquito difícil 

determinarlo porque el paciente. . . el 

paciente, como ustedes saben, el paciente 

nosotros lo tratamos no tan solo físico sino 

mentalmente. O sea, que tú puedes tener un 

paciente que aborta al mes, a los dos meses 

y estar completamente normal. Y, sin 

embargo, puedes tener una que sí se afecte 

                                                 
31 Id. a la pág. 115 
32 Id. a la pág. 73 
33 Id. a la pág. 87 
34 Id. a la pág. 115 
35 Id. a la pág. 74 
36 Id.   
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emocionalmente y necesite terapia por la 

pérdida del bebé o del embarazo, verdad. 

P Unjú. 

R Así que. . . y entonces está 

perdiendo sangre, una persona que está 

perdiendo volumen, pues se recomienda de 

reposo y descanso y observación.
37
  

 

El galeno sostuvo que se trataba de un embarazo 

de cuatro a cinco semanas. No consideró meritorio 

hospitalizarla o realizarle un ―raspe‖ porque su 

sangrado era uno moderado.
38
  

A preguntas de la abogada de la parte apelante 

tratando de equiparar el dolor y sangrado de un aborto 

a un sangrado normal de menstruación, el doctor 

Marrero testificó: 

R Licenciada, es un poquito difícil 

explicarle porque le voy a explicar, o sea, 

eso depende mucho de las personas. Yo he 

tenido pacientes que han tenido. . . han 

perdido un bebé de nueve meses y lo han 

aceptado mejor que una que lo pierde en un 

aborto. Entonces, yo les doy un consejo, es 

el siguiente, ―ve lo positivo porque Dios 

dispuso de él, a lo mejor venía con algún 

tipo de malformaciones, y además, o sea, más 

allá de estar llorando o sufriendo o lo que 

pase, verdad, darte la angustia que te pueda 

dar, debes darle gracias a Dios‖. 

 

Ese mismo día que se expidió el certificado 

médico, 24 de agosto, la apelada se comunicó con la 

señora Vélez y le informó los resultados de la 

consulta médica. Según surge de los hechos 

estipulados, la apelada, ―Indica que le dio un 

certificado por un mes y el lunes su mamá lo traerá. 

Indica que le dio un mes de descanso por HQB. Indica 

no tener casi sangrado.‖
39
 

En torno al embarazo de la apelada, el doctor 

Font declaró: 

                                                 
37 Id a las págs. 75-76 
38 Id. a las págs. 95 a 96. 
39 Id a la pág. 19 
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. . . En eso, pues pasaron otras cosas 

entre la señora Martínez, la señora Vélez y 

la señora Olga Lebrón, que era la persona 

que estaba a cargo del personal, y en eso me 

notifican que ella estaba embarazada. Yo 

dije, ―Bueno, si está embarazada, pues que 

bregue... vamos a bregar la parte del código 

que tenemos de la empleada embarazada‖. 

Porque en nuestra oficina, las empleadas 

embarazadas las protegemos, al punto de que 

el personal la acompañan en el embarazo, se 

protege. Cuando tienen sus citas, se les da 

permiso para que vayan a su cita. Dan a luz, 

está en periodo de maternidad. Cuando 

terminan su periodo de maternidad, ellas 

vienen a la oficina y vienen con su bebé. Se 

les prepara un área, porque yo creo en la 

maternidad, creemos en el principio de la 

maternidad, creemos en el principio de que 

la madre debe proteger a su criatura.  

Pero entonces de momento me dicen que 

abortó, que abortó, pero qué prueba hay, o 

sea, dónde está la prueba de embarazo, no 

hay prueba de embarazo. ¿Cómo saben que está 

embarazada si no tiene una prueba de 

embarazo? Me dicen, ―No, le hicieron un 

sonograma y tenía el saco vacío‖. ¿El saco 

vacío? Okay. Perfecto. Yo lo pongo 

entrecomillas, porque la parte de mi 

entrenamiento es precisamente radiología 

nuclear. Si el radiólogo dijo que tenía un 

saco vacío, pues perfecto, no tengo ningún 

problema en cuánto a eso.  

¿Le hicieron la prueba de embarazo?  

Sí. ¿Cómo salió? Positivo. Ah, pues mira, 

está embarazada. Pero de momento no había ni 

prueba de embarazo, ni había prueba de 

diagnóstico. Yo digo, pero entonces cómo 

vamos a saber que está embarazada.  

Se recibió entonces una excusa de mes y 

medio, o algo así, o un mes, cinco semanas o 

algo así, de supuestamente había abortado y 

le dieron el mismo tiempo de una mujer 

embarazada.
40
  

 

El apelante declaró que en el mes de agosto no 

despidió a la apelada al enterarse que estaba 

embarazada y luego de recibir un certificado médico. A 

tales fines, testificó: 

R. Ahí es donde me dicen que ella 

está embarazada, se iba. . . a ella se iba 

a despedir. Pero cuando me dicen que estaba 

embarazada, dije no, ya no se puede 

despedir, a ella hay que protegerla como 

mujer embarazada. Y entonces, Ms. Vélez me 

notificó que le había hecho las gestiones 

                                                 
40 Id. a las págs. 31-32 
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para que un ginecólogo, un compañero 

ginecólogo-obstetra procediera a hacerle el 

seguimiento prenatal y le hiciera los 

exámenes correspondientes. Pero nunca, 

nunca. . . por lo menos yo nunca vi ni un 

resultado de sonografía, ni un resultado 

Beta, de prueba de embarazo, nada. 

Solamente apareció un certificado de un 

compañero médico que le daba cinco semanas, 

algo así, de excusa médica porque 

supuestamente estaba embarazada y abortó.  

P. ¿Usted llegó a ver ese 

certificado? 

R. Lo vi por encima, pero no. . . no 

fui al detalle. O sea, creí en lo que el 

compañero había escrito.  

[. . . . . . . . ] 

P. Muy bien. Después que ella llevó 

ese certificado, ¿qué sucedió, si algo? 

R. Pues ella fue en sus vacaciones de 

maternidad y cuando regresó, que se le 

pidieron todas las pruebas, no trajo ninguna 

prueba, no había tal embarazo, no había 

prueba de nada. Y entonces, se tomó la 

decisión de que había que despedirla.41 

[Énfasis Nuestro] 

 

El apelante testificó además que le comentaron 

que la apelada había manifestado en el área de suero, 

donde habían unos pacientes, que ella acudía a un 

hotel a compartir relaciones sexuales de tipo 

―swinger‖, por lo que le pagaban $500.00.
42
  

En torno a esta imputación, el testigo sostuvo,  

―Ah, perdón. Y ahí fue donde yo dije, 

―pues aquí hay que poner un detente‖. ¿Por 

qué? Porque en la oficina se ora todos los 

días, se hace un culto de oración, que Ms. 

Martínez participaba de él. Ella sabe el 

código de moral que tenemos en la oficina, 

el respeto que tenemos entre compañeros, 

entre compañeros y personal del paciente, 

los familiares, etcétera. O sea, nuestro 

ambiente es un ambiente de respeto y de 

moral.
43
  

 

El martes 27 de agosto, tres días con 

posterioridad a la expedición del certificado, la 

señora Olga Lebrón se comunicó con la apelada a 

inquirirle sobre sus ausencias. La apelada le indicó 

                                                 
41 Id. a las págs. 41-42 
42 Id. a la pág. 34. 
43 Id. a la pág. 36.  
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que no se había presentado con anterioridad, pues 

―estaba con sangrado y dolor y la única persona que 

podía hacer las gestiones de entregarlo era mi mamá‖. 

Le informó a la señora Lebrón que al día siguiente, el 

miércoles 28 de agosto, acudiría a la oficina médica a 

entregar el certificado médico, lo que hizo.
44
  

Una semana después, la apelada acudió a su lugar 

de empleo a recoger el cheque de su sueldo. En dicha 

ocasión, la apelante fue informada que el pago de 

dicha nómina se realizaría con cargo a los días por 

enfermedad y no por concepto de licencia de 

maternidad. También le notificaron que ya no poseía 

días atribuibles a la licencia por enfermedad. No le 

solicitaron que presentara algún documento adicional 

sobre relacionado a la licencia de maternidad.
45
  

El 7 de septiembre de 2013, la paciente acudió 

nuevamente a la oficina del doctor Marrero quien 

encontró que la paciente ya estaba recuperada.
46
 Ese 

día, el doctor le entregó una nueva comunicación a la 

paciente en la que se establecía, ―paciente puede 

comenzar a trabajar a partir del día 10 de 

septiembre‖.
47
 En torno a este segundo certificado el 

doctor Marrero declaró, 

R Exacto. Ella me. . . posiblemente 

ella me dice, ―ya yo me siento bien, yo 

puedo. . . yo quisiera empezar a trabajar‖. 

Y el paciente, a pesar de que tenga el 

derecho de maternidad, si quiere trabajar y 

está en condición médica, que así lo pueda 

hacer, pues sí le puedo dar un certificado 

para que empiece a trabajar.
48
 

 

                                                 
44 Id. a la pág. 117 
45 Id. a las págs. 117-118 
46 Id. a la pág. 76 
47 El doctor Marrero volvió a evaluar a la apelada durante el mes 

de enero de 2014. Id. a la pág. 77.  
48 Id. a la pág. 101. 



 
 

 
KLAN201501173    

 

15 

El 10 de septiembre de 2013 la parte apelada se 

presentó a su área de trabajo. Aproximadamente entre 

las 12:00pm a la 1:00pm la apelada fue citada a la 

oficina de la Sra. Olga Lebrón, ejecutiva y 

supervisora, quien le entregó una carta de despido a 

la apelada.
49
 Según testificó la apelada,  

―…ella me entregó la carta. Yo la. . . 

pues, la leí delante de ella. Y lo único que 

me hizo fue que me dio un abrazo y me dijo 

que, pues, que lamen. . . tú sabes, que esa 

había sido la decisión del doctor, que ella 

no sabía las razones, ni por qué, ni . . . 

que realmente, pues no me podía decir más 

nada.‖
50
  

 

La Sra. Olga Lebrón testificó que desconocía las 

razones que motivaron el despido. No obstante, el 

patrono le entregó un cheque a la apelada por concepto 

de mesada, ascendiente a $3,657.00.
51
  

Por su parte, la señora Yolanda de la Cruz 

Irizarry, encargada de la contabilidad de la parte 

apelante, declaró que le pagó a la apelada los días 

que le restaban por enfermedad y la mesada por el 

despido. Declaró que le dijeron que ―ella no va a 

estar más en la compañía y que le haga el cheque de 

mesada, la indemnización que se le hace cuando te 

despiden‖.
52
  

La señora De la Cruz, a cargo del procesamiento 

de las licencias por maternidad entró en 

contradicciones sobre si recibió el certificado de 

maternidad de la apelada y el momento en que lo 

recibió.  

P. ¿En algún momento usted vio alguna 

solicitud de licencia por maternidad 

                                                 
49 Id. a la pág. 119 
50 Id. a las págs. 119-120 
51 Id. a la pág. 126 
52 Id. a la pág. 61. 
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suscrita por la empleada, en aquel entonces, 

Vivian Martínez? 

R. No.  

P.  ¿Vio algún certificado de 

vacaciones por aborto? 

R. No.  

P. Vamos a mostrarle en el Exhibit I, 

de la prueba estipulada por las partes, la 

página número 2. Desde la perspectiva que le 

mostraron el documento, el que está arriba. 

R. Unjú. 

P. ¿Había visto usted anteriormente 

ese documento? 

R. Me parece que sí. 

P. ¿Cuándo los vio? 

R. Después que yo llego de 

vacaciones, me lo entregan como el 

certificado que ella había traído por los 

días que ella no estaba.  

P. Y a base de ese documento, ¿qué 

usted hizo? 

R.  Pues, como yo veo que es un 

certificado médico, pues sí le aplican los 

días por vacaciones por. . . los días por 

enfermedad.  

P. El que está abajo, el documento 

que está abajo. . .  

R. Unjú. 

P. . . . ¿usted lo había visto 

anteriormente? 

R. Creo que sí.  

P.  ¿Cree que sí o no lo había visto? 

R.  Pues yo creo que sí, o sea, yo 

entiendo que sí, que lo vi.  

P.  ¿Y en qué momento fue que lo vió? 

R.  Pues me imagino que cuando lo 

trajo.  

P. ¿Perdón? 

R. Me imagino que cuando lo llevó a 

la oficina.
53
  

 

A preguntas del abogado de la parte apelada, la 

testigo sostuvo que en algún momento supo que le 

apelada estaba embarazada, pero que no sabía 

exactamente el momento, pero que ocurrió después que 

la testigo regresara de vacaciones, por tanto antes de 

pagarle la mesada y notificarle el despido.  

Por su parte, el doctor Font admitió que había 

despedido a la apelada por violar los valores éticos-

morales, cristianos.
54
 Aceptó además que la descripción 

                                                 
53 Id. a las págs. 61-62 
54 Id. a la pág. 48. 
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de trabajo de la parte apelada como enfermera, como 

tampoco el contrato de trabajo temporero, no exigen a 

la apelada cumplir con los valores éticos-morales de 

la empresa.
55
  

La apelada declaró que no se esperaba el despido, 

que estaba ―super destrozada‖, que en aquel momento no 

convivía con su pareja y ―corría todos los gastos de 

mi hogar‖ de sus dos hijos.
56
 Testificó que recibió 

tratamiento psicológico para ―ambas pérdidas‖, la del 

embarazo, como la ―pérdida del trabajo‖.
57
 Sostuvo 

además que visitó un siquiatra en cuatro ocasiones y 

no estaba trabajando.
58
 Añadió que le ―afectó muy mal‖, 

pues ―tenía planes‖, ya que el doctor Font le había 

propuesto que se fuera a estudiar medicina para que 

―ejerciera con él en la oficina.‖
59
   

El 20 de octubre de 2013 la parte apelada 

presentó una querella laboral al amparo del 

procedimiento sumario contemplado en la Ley Núm. 2 de 

17 de Octubre de 1961, según enmendada, conocida como 

Ley Sumaria de Reclamaciones Laborales, 32 LPRA § 

3118, en el Tribunal de Primera Instancia, Sala 

Superior de Carolina.  

En dicha querella, la apelada alegó que su 

despido ―obedeció única y exclusivamente a su embarazo 

y condición de mujer‖. El 4 de noviembre de 2013, la 

parte apelante presentó una querella enmendada. 

La parte apelante contestó la querella. Sostuvo 

que el despido respondía a la conducta antiética de la 

empleada, entre otras justificaciones.  

                                                 
55 Id. a las págs. 49 y 51.  
56 Id. a la pág. 119 
57 Id. a la pág. 122. 
58 Id.  
59 Id.  
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Luego que el foro primario y esta segunda 

instancia judicial denegaran una moción promovida por 

la parte apelante para disponer del recurso 

sumariamente, se celebró el juicio en su fondo. El 15 

de julio de 2015, notificada el 21 de julio, el foro 

primario emitió una sentencia.  

En síntesis, el foro primario concluyó que 

conforme a la opinión médica del doctor Marrero 

Arroyo, la apelada estaba embarazada mientras 

trabajaba para la parte apelante, sufrió un aborto, 

por lo que expidió un certificado médico concediéndole 

descanso por maternidad. Concluyó que la apelada fue 

despedida mientras disfrutaba de la licencia de 

maternidad, pues los testigos no pudieron establecer 

una causa justificada que motivara el despido.  

El Tribunal de Primera Instancia sentenció que la 

apelada fue despedida de forma injustificada y 

discriminatoria por razón de su embarazo. El tribunal 

ordenó a la parte apelante pagar la cantidad de 

$20,000 por concepto de angustias y daños morales. 

También ordenó el pago de una suma igual al doble de 

dicha cantidad, para un total de $60,000.00, invocando 

la Ley Núm.3 de 13 de marzo de 1942, según enmendada, 

mejor conocida como ―Ley de Madres Obreras‖. Por otro 

lado, ordenó la reinstalación inmediata de la apelada 

a su puesto de trabajo y el pago de todos los salarios 

dejados de percibir desde el 10 de septiembre de 2013 

hasta el momento de su reinstalación, así como el pago 

de la licencia de maternidad para el periodo 

comprendido del 23 de agosto de 2013 hasta el 4 de 

octubre de 2013, al amparo de la misma legislación. Le 
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impuso además el pago de $6,500.00 por concepto de 

honorarios de abogados.    

Inconforme, el 30 de julio de 2015 la parte 

apelante acudió a esta segunda instancia judicial 

mediante un recurso de apelación. Sostuvo que el 

Tribunal de Primera Instancia erró en su Sentencia 

pues, (1) la apelada no estaba embarazada al momento 

del despido, siendo este un elemento esencial para que 

prospere una causa de acción al amparo de la Ley Núm. 

3, supra; (2) el certificado expedido por el Dr. 

Marrero Arroyo no se emitió conforme los parámetros 

del artículo 5.03 del Reglamento del Secretario del 

Trabajo y Recursos Humanos Para Administrar la Ley 

Núm. 3-1942, según enmendada, pues el aborto no 

―produjo los mismos efectos fisiológicos que 

regularmente surgen como consecuencia del parto‖; (3) 

erró el foro primario en catalogar las expresiones de 

la señora Gladys Vélez como superficial, cuando esta 

no fue anunciada como testigo y por consiguiente, no 

fue juramentada;(4) señaló que el Tribunal de Primera 

Instancia no permitió que el Dr. Font emitiera 

testimonio alguno sobre comunicaciones recibidas en 

carácter de jefe y director de la clínica; (5) adujo 

que se estimaron daños sufridos a base de una prueba 

médica insuficiente; (6) erró el foro primario en 

ordenar el pago de una compensación por daños 

adicionales a un pago por concepto de salarios dejados 

de devengar; y (7) que erró el Tribunal de Instancia 

al sostener que la apelante no presentó el testimonio 

de Olga Lebrón, aunque el propio Tribunal la había 

excusado como testigo.  La parte apelada presentó 

oportunamente su alegato.  
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Examinados los autos del caso, los escritos de 

las partes y deliberado los méritos del recurso por el 

panel de jueces, estamos en posición de adjudicarlo 

conforme al derecho aplicable. Veamos.   

III.DERECHO APLICABLE   

A. El Despido del Empleo Sin Justa Causa  

En nuestra jurisdicción, se reconoce como un 

derecho constitucional el que todo trabajador 

seleccione libremente su ocupación y renuncie a ella. 

Art. III, Sec. 16, Constitución de Puerto Rico. Una 

vez un trabajador ejerce una ocupación u ostenta un 

empleo, mediante la Ley Núm. 80 de 30 de mayo de 1976, 

29 LPRA sec. 185a y ss., conocida como la Ley de 

Indemnización por Despido Injustificado, se establece 

un esquema que regula la retención y despido en ese 

empleo.  

A diferencia de la legislación laboral de los 

estados que establece que un empleado puede ser 

despedido por su patrono con o sin causa, siempre y 

cuando no cuenten con un contrato a término fijo, en 

Puerto Rico se requiere que un patrono de una empresa 

privada evidencie que existe justa causa para despedir 

a un empleado sin compensarlo. El derecho a no ser 

despedido sin justa causa es irrenunciable. No existe 

una prohibición absoluta contra el despido de un 

empleado; si existe justa causa éste puede ser 

despedido. Santiago v. Kodak Caribbean, Ltd., 129 DPR 

763, 775 (1992). Véase, también, Díaz v. Wyndham Hotel 

Corp., 155 DPR 364, 377–378 (2001).   

En otras palabras, el patrono que decida despedir 

a un empleado, sin una causa justificada, está 
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obligado a pagarle una indemnización, como penalidad 

por su actuación. Esta compensación persigue sustituir 

la pérdida de empleo del trabajador despojado de sus 

medios de subsistencia, reconociendo el tiempo 

dedicado a la empresa y asistirlo en lo que consigue 

otro trabajo. Feliciano Martes v. Sheraton; 182 DPR 

368, 380 (2011); Vélez Cortés v. Baxter, 179 DPR 455, 

465 (2010); Orsini García v. Srio. de Hacienda, 177 

DPR 596, 623 (2009).   

La Ley Núm. 80, supra, persigue proteger la 

tenencia del empleo del trabajador mediante la 

concesión de unos remedios más justicieros y 

consubstanciales con los daños causados por un despido 

injustificado. Exposición de Motivos de la Ley Núm. 

80, supra. Véase, también: Vélez Cortés v. Baxter, 179 

DPR 455, 465 (2010), citando a Díaz v. Wyndham Hotel 

Corp., supra, a la pág. 375; Jusino et als. v. 

Walgreens, 155 DPR 560, 571 (2001); Vélez Rodríguez v. 

Pueblo Int'l, Inc., 135 DPR 500, 510 (1994). La Ley 

Núm. 80, supra, es de carácter remedial o reparador, 

por lo que debe ser interpretada de manera que se 

cumpla con su espíritu. Santiago v. Kodak Caribbean, 

Ltd., supra, a la pág. 769. En vista de su propósito 

reparador, esta ley debe siempre interpretarse de 

manera liberal y favorable al empleado. Belk v. 

Martínez, 146 DPR 215, 232 (1998).     

El esquema de la Ley Núm. 80, supra, establece 

que aquellos empleados de comercio, industria o 

cualquier otro negocio o sitio de empleo que: (1) 

están contratados sin tiempo determinado; (2) reciben 

una remuneración; y (3) son despedidos de su cargo, 

sin que haya mediado una justa causa, tienen derecho 
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al pago de una compensación por su patrono —además del 

sueldo devengado— pago típicamente denominado como la 

mesada. Orsini v. Srio de Hacienda, supra, a las págs. 

620-621. Véanse, también: 29 LPRA sec. 185a; Díaz v. 

Wyndham Hotel Corp., supra, a la pág. 375. Cabe 

precisar que cuando el obrero es contratado por tiempo 

cierto o para un proyecto u obra determinada, la Ley 

Núm. 80, supra, no es de aplicación. López Fantauzzi 

v. 100% Natural, 181 DPR 92, 107 (2011).       

El empleado despedido sin justa causa tendrá 

derecho a recibir de su patrono, en adición al sueldo 

que hubiere devengado: (a) el sueldo correspondiente a 

dos (2) meses por concepto de indemnización, si el 

despido ocurre dentro de los primeros cinco (5) años 

de servicio; el sueldo correspondiente a tres (3) 

meses si el despido ocurre luego de los cinco (5) años 

hasta los quince (15) años de servicio; el sueldo 

correspondiente a seis (6) meses si el despido ocurre 

luego de los quince (15) años de servicio;‖. 29 LPRA 

sec. 185a. Véase además, Díaz v. Wyndham Hotel Corp., 

supra, a la pág. 375.     

Por su parte, el Artículo 11 de la Ley Núm. 80, 

supra, establece que es al patrono a quien le 

corresponde rebatir la presunción de que el despido se 

efectuó sin mediar justa causa. Esto es, el patrono 

viene obligado a probar que el despido fue justificado 

para quedar eximido del pago de la mesada. 29 LPRA 

sec. 185k. La Ley Núm. 80, supra, no define 

explícitamente lo que se considera como justa causa 

para el despido; sin embargo, se ha precisado como 

aquel que tiene su origen en alguna razón o motivo 

vinculado a la ordenada marcha y normal funcionamiento 
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de una empresa y no en el libre arbitrio o capricho 

del patrono. Srio. del Trabajo v. G.P. Inds., Inc., 

153 DPR 223, 244 (2001).     

i. Proceso Probatorio bajo la Ley Núm. 80, supra 

   
Una vez la persona demuestra haber sido empleada 

en algún comercio, industria o negocio, que su 

contrato era por tiempo indeterminado, por el cual 

recibía remuneración y que fue despedida de su puesto 

e insta una causa de acción contra su patrono al 

amparo de la Ley Núm. 80, supra, se activa una 

presunción de que el despido fue injustificado. En 

esta etapa, el patrono vendrá obligado a alegar, en su 

contestación a la demanda, los hechos que dieron 

origen al despido y evidenciar mediante la 

preponderancia de la prueba que el mismo estuvo 

justificado para quedar eximido de cumplir con el pago 

de la mesada. 29 LPRA § 185k(a); Rivera Figueroa v. 

The Fuller Brush Co., supra, págs. 906–907; Rivera v. 

Pan Pepín, 161 D.P.R 681, 690 (2004).   

La Ley Núm. 80, supra, establece una presunción 

contra el patrono, mediante la cual ―todo despido es 

injustificado hasta tanto el patrono demuestre justa 

causa para su acción‖. Díaz v. Wyndham Hotel Corp., 

supra, pág. 378, citando a Báez García v. Cooper 

Labs., Inc., 120 DPR 145, 155 (1987). Como resultado, 

una vez activada la presunción, se le impone al 

―patrono la carga probatoria de justificar en la 

afirmativa su actuación, exponiendo en la contestación 

a una querella los hechos que dieron origen al 

despido‖. Báez García v. Cooper Labs., Inc., supra, 

pág. 152 
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B. El Discrimen en el Empleo en el Sector Privado 

La Carta de Derechos de la Constitución de Puerto 

Rico, Artículo II, Sección 1, reconoce la 

inviolabilidad de la dignidad del ser humano, 

disponiendo, de este modo, que todos los individuos 

son iguales ante la ley, principio inherente a nuestro 

sistema de derecho democrático. 

Esta legislación federal añade en su Artículo II, 

Sección 1, que ―[n]o podrá establecerse discrimen 

alguno por motivo de raza, color, sexo, nacimiento, 

origen o condición social, ni ideas políticas o 

religiosas.‖ 

 Los Poderes Legislativos y Ejecutivo han 

impartido vitalidad a estas disposiciones para 

proscribir el discrimen de estas clases y otras clases 

protegidas en distintas vertientes de nuestra vida 

cotidiana como pueblo.  

En el área de empleo, los poderes legislativos y 

ejecutivo han proscrito el discrimen en el empleo 

mediante la Ley Núm. 100 de 30 de junio de 1959, según 

enmendada, mejor conocida como la Ley Contra el 

Discrimen en el Empleo. 29 LPRA sec. 146, et. seq. El 

artículo 1 de la Ley dispone que:    

Todo patrono que despida, suspenda o 

discrimine contra un empleado suyo en 

relación a su sueldo, salario, jornal o 

compensación, términos, categorías, 

condiciones o privilegios de su trabajo, o 

que deje de emplear o rehúse emplear o 

reemplear a una persona, o limite o 

clasifique sus empleados en cualquier forma 

que tienda a privar a una persona de 

oportunidades de empleo o que afecten su 

status de empleado, por razón de edad, según 

ésta se define más adelante, raza, color, 

sexo, orientación sexual, identidad de 

género, origen social o nacional, condición 

social, afiliación política, o ideas 

políticas o religiosas, o por ser víctima o 

ser percibida como víctima de violencia 
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doméstica, agresión sexual o acecho[…] del 

empleado o solicitante de empleo: 

 

(a) Incurrirá en responsabilidad civil: 

 

(1) Por una suma igual al doble del importe 

de los daños que el acto haya causado al 

empleado o solicitante de empleo;   

 

(2) o por una suma no menor de quinientos 

dólares ($500) ni mayor de dos mil dólares 

($2,000), a discreción del tribunal, si no 

se pudieren determinar daños pecuniarios; 

 

(3) o el doble de la cantidad de los daños 

ocasionados si ésta fuere inferior a la suma 

de quinientos dólares ($500), y 

 

(b) incurrirá, además, en un delito menos 

grave y, convicto que fuere, será castigado 

con multa de hasta cinco mil dólares 

($5,000), o cárcel por un término no mayor 

de noventa (90) días, o ambas penas, a 

discreción del tribunal. 

 

. . . . . . . . 

El propósito de esta legislación es proteger a la 

clase trabajadora contra el discrimen en el empleo y 

en el reclutamiento, interpretando siempre tales 

estatutos de la manera más favorable al empleado 

víctima de actuaciones discriminatorias e 

injustificadas. Díaz Fontánez v. Wyndham Hotel Corp., 

155 DPR 364, 381–382 (2001). Esta Ley es cónsona con 

nuestra aspiración social de crear un sistema jurídico 

que fomente la igualdad de los individuos. Mestres 

Dosal v. Dosal Escandón, 173 DPR 62, 69 (2008). 

El artículo 3 de la Ley establece una presunción 

en este tipo de caso. A tales fines, el referido 

artículo dispone: 

Se presumirá que cualquiera de los actos 

mencionados en las secciones precedentes 

fueron cometidos en violación de las secs. 

146 a 151 de este título, cuando los mismos 

hayan sido realizados sin justa causa. Esta 

presunción será de carácter controvertible. 

 

En cuanto a  la naturaleza de la presunción 

establecida en el Artículo 3 de la Ley 100, supra, en 
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SLG Hernández-Beltrán v. TOLIC, 151 DPR 754, 774 

(2000), el TSPR aclaró que la presunción que establece 

el artículo 3 de la Ley 100, supra, persigue 

―facilitarle al empleado el probar su caso, no el 

relevarlo de la necesidad de presentar evidencia 

alguna para probar sus alegaciones‖. Esta presunción 

entra en juego en la etapa probatoria del caso, o sea 

se activa en la vista evidenciaria que se celebre, no 

antes. Id.  

 En Díaz v. Wyndham Hotel Corp., supra, a la pág. 

387, el Tribunal Supremo sostuvo que la presunción de 

discrimen estatuida en el Art. 3 de la Ley Núm. 100, 

supra, ―incluye todas las modalidades de discrimen 

proscritas‖ al amparo de ésta. Sin embargo, ―no todas 

las modalidades de discrimen se configuran por la 

existencia de unos mismos hechos básicos; todas y cada 

una de las referidas requieren la existencia de 

distintos hechos base, i.e. una reclamación por 

discrimen por edad se configura de manera distinta a 

una por discrimen por sexo‖. Íd. Véase además, López 

Fantauzzi, et. al. v. 100% Natural, et al., 181 DPR 

92, 123 (2011) 

―[El] empleado demandante, que reclama la 

protección de ambos estatutos [Ley 80 y Ley 100], 

tiene el deber de alegar en su demanda la ausencia de 

justa causa y luego, durante el primer turno de 

prueba, probar ciertos elementos básicos de su 

reclamación por discrimen para que quede activada la 

presunción dispuesta por ley‖. Díaz v. Wyndham Hotel 

Corp., supra, pág. 388. 

En López Fantauzzi, et. al. v. 100% Natural, et 

al., supra, a la pág. 124, el Tribunal Supremo resumió 
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el esquema probatorio en una reclamación bajo la Ley 

100, supra, de la siguiente manera:   

[E]n toda causa de acción instada 

simultáneamente al amparo de la Ley Núm. 80, 

supra, y la Ley Núm. 100, supra, el 

empleado, antes de articular su caso prima 

facie por la modalidad  discrimen que 

arguya, deberá alegar en su demanda que su 

despido fue injustificado. Una vez alegue lo 

anterior, debe proceder a establecer su caso 

prima facie por discrimen, entiéndase, (1) 

que fue despedido, (2) sin justa causa y, 

(3) que está ubicado dentro de la modalidad 

de discrimen bajo la cual reclama. Luego del 

empleado establecer su caso prima facie por 

discrimen, el patrono puede atacar la 

presunción activada de tres maneras, a 

saber: (1) derrotar el hecho básico- la 

ausencia de justa causa- (2) destruir el 

hecho presumido- que el despido fue por 

causa de motivos discriminatorios-, o (3) 

destruir el hecho básico y el presumido, a 

la vez. Finalmente, si el patrono logra 

derrotar la presunción de discrimen según 

las alternativas reseñadas, entonces el 

empleado deberá presentar prueba dirigida a 

establecer la existencia del discrimen, sin 

contar con el beneficio de la presunción. 

[citas omitidas] 

 

C. El Discrimen en el Empleo por Razón de Género en 

el Empleo Privado: La Mujer Embarazada y el 

Aborto Espontáneo. 

 En Puerto Rico, la prohibición de discrimen en el 

empleo por razón de sexo o género encuentra protección 

en varios estatutos, a saber, la Ley Núm. 100, supra; 

la Ley Núm. 3, supra; la Ley Núm. 69 del 6 de Julio de 

1985, según enmendada, (29 L.P.R.A. sec. 1321 et seq.) 

y la Ley Núm. 17 de 22 de abril de 1988 (29 L.P.R.A. 

sec. 155 et seq.), conocida como Ley contra el 

Hostigamiento Sexual en el Empleo. Soc. de Gananciales 

v. Centro Gráfico, 144 D.P.R. 952, 958–959 (1998); 

Santiago v. Oriental Bank & Trust, 157 D.P.R. 250, 256 

(2002).   

Según discutimos, aunque la Ley 100, supra, 

establece una prohibición de discrimen en el empleo 

por género, los legisladores, con la firma del 



 
 

 
KLAN201501173 

 

28 

Gobernador, determinaron aprobar legislación adicional 

para proscribir esta conducta. 

 En ese sentido, la Ley Núm. 69, supra —al igual 

que la Ley Núm. 100, supra— prohíbe el discrimen por 

razón de sexo. Dicha legislación fue promulgada con el 

fin de ―garantizar la igualdad de derecho al empleo 

tanto del hombre como de la mujer, prohibiendo las 

actuaciones de los que promueven el discrimen, fijando 

responsabilidades e imponiendo penalidades‖. 29 

L.P.R.A. sec. 1321. Véase, Ramírez Ferrer v. Conagra 

Foods PR, 175 D.P.R. 799 (2009).  

 El Art. 3 de la Ley Núm. 69, supra, establece 

como práctica ilegal en el empleo el que un patrono 

―suspenda, rehúse emplear o despida‖ a cualquier 

empleado por razón de su sexo. 29 L.P.R.A. sec. 

1323(1). En su Art. 2, este estatuto define la frase 

por razón de su sexo de manera que ―[i]ncluy[a], pero 

no se limit[e], ... a ... embarazo, parto, o 

condiciones médicas relacionadas recibirán igual trato 

para todo propósito relacionado con su empleo, 

incluyendo el recibir beneficios bajo los programas de 

beneficios marginales, como otras personas que no 

estén afectadas del mismo modo, pero que sean 

similares en su habilidad o inhabilidad para 

trabajar‖. (Énfasis nuestro.) 29 L.P.R.A. sec. 

1322(5). Asimismo, la legislación incluye en la 

definición de ―beneficios marginales‖ las ―licencias y 

cualesquiera otros términos, condiciones o privilegios 

de empleo‖. 29 L.P.R.A. sec. 1322(6) 

 Además, la Ley Núm. 69, supra, articula 

expresamente que ―[s]erá una práctica ilegal de empleo 

[toda] política o práctica escrita o verbal en que un 
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patrono excluya del empleo a ... empleados por razón 

de embarazo, parto o condiciones médicas 

relacionadas‖. 29 L.P.R.A. sec. 1334(a).  

 Si un patrono infringe las prohibiciones legales 

esbozadas, se expone a las siguientes penalidades 

civiles y criminales: 

(a) Incurrirá en responsabilidad civil: 

 

(1) Por una suma igual al doble del importe 

de los daños que el acto haya causado 

al empleado o solicitante de empleo; 

(2) o por una suma no menor de cien dólares 

($100) ni mayor de mil dólares 

($1,000), a discreción del tribunal, si 

no se pudieren determinar daños 

pecuniarios.  

(3) el doble de la cantidad de los daños 

ocasionados si ésta fuere inferior a la 

suma de cien dólares ($100), y 

(4) incurrirá, además, en un delito menos 

grave y, convicto que fuere, será 

castigado con multa no menor de cien 

dólares ($100) ni mayor de quinientos 

dólares ($500), o cárcel por un término 

no menor de treinta (30) días ni mayor 

de noventa (90) días, o ambas penas, a 

discreción del tribunal. 

 El tribunal en la sentencia que dicte en acciones 

civiles interpuestas bajo las precedentes 

disposiciones podrá ordenar al patrono que reponga en 

su empleo al empleado y que cese y desista del acto de 

que se trate. 29 L.P.R.A. sec. 1341. 

 Finalmente, nuestra última instancia judicial en 

derecho local ha establecido que las disposiciones de 

la Ley Núm. 69, supra, prevalecen sobre las provistas 

en la Ley Núm. 100, supra, respecto a la prohibición 

del discrimen por razón de sexo en el ámbito laboral. 

López Fantauzzi, et. al. v. 100% Natural, et al., 

supra, a la pág. 126; Rivera Briceño v. Rodríguez, 129 

D.P.R. 669, 676–677 (1991).   
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Según se conoce, la desigualdad en las 

condiciones en el empleo, salariales y para poder 

competir en los diversos cargos laborales, así como la 

violencia de género y los derechos reproductivos, 

prevalecen como los grandes retos que enfrentan las 

mujeres a estas alturas de nuestra civilización. Es 

por eso, que no conforme con la Ley 100, supra, y la 

Ley 69, supra, se adoptó la Ley Núm. 3, supra, 

conocida como Ley de Madres Obreras, la cual contiene 

protecciones adicionales para erradicar el discrimen 

por razón de género, incluyendo el discrimen por razón 

de embarazo. Rivera Águila v. K-Mart de P.R., 123 

D.P.R. 599, 608 (1989). Véase además, Santiago 

González v. Oriental Bank & Trust,  157 D.P.R. 250, 

(2002) 

 Esta legislación se creó con el propósito de 

―proteger a la obrera embarazada, para que no sufriese 

riesgos en el trabajo ocasionados específicamente por 

razón de su estado de preñez. La Ley Núm. 3, supra, 

partía de la premisa de que aunque la condición de 

embarazo le podía impedir a una mujer rendir una 

jornada de trabajo ordinaria, ello no debía dar lugar 

a que por tal razón sufriese sanciones en su empleo.‖ 

López Fantauzzi, et. al. v. 100% Natural, et al., 

supra, a la pág. 115, citando a Soc. de Gananciales v. 

Centro Gráfico, supra, pág. 971, opinión disidente del 

Juez Asociado Señor Fuster Berlingeri. 

 La Ley protege el derecho de la mujer a continuar 

en el empleo y a que no se le despida arbitrariamente 

durante la etapa de gestación. De esa manera se evitan 

las consecuencias socioeconómicas que durante el 

embarazo y después de éste podría conllevar tal 
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despido. López Fantauzzi, et. al. v. 100% Natural, et 

al., supra, a la pág. 116; Rivera Águila v. K-Mart de 

P.R., 123 DPR 599, 607-608 (1989). 

Esta ley está encaminada a salvaguardar los 

derechos de las trabajadoras embarazadas de dos 

maneras distintas: (1) estableciendo periodos de 

descanso tanto antes como después del parto o de las 

complicaciones que genere el estado de gestación y (2) 

prohibiendo el despido sin justa causa y la 

suspensión, reducción de salario o discrimen de 

cualquier otra índole contra la obrera debido a la 

merma en la producción por causa de su estado de 

gestación. Santiago González v. Oriental Bank & Trust,  

supra a la pág. 256; García Pagán v. Shiley Caribbean, 

etc., 122 D.P.R. 193, 199 (1988). Así pues, ―son dos 

[tipos de] derechos separados los que consagra la ley 

mencionada, que operan en distintas situaciones y con 

distinto resultado‖. Santiago González v. Oriental 

Bank & Trust,  supra a la págs. 256-257; Schneider v. 

Tropical Gas Company, Inc., 95 D.P.R. 626, 632 (1967).  

En torno a la primera vertiente sobre periodos de 

descansos, toda mujer obrera y embarazada tiene 

derecho a: 

a. Una licencia básica equivalente a un período de 

descanso de cuatro semanas antes y después del 

parto, a sueldo completo.  

b. Una licencia adicional de doce semanas en caso de 

una complicación en el parto, sin paga. 

c. La obligación del patrono de reservar el empleo 

de ésta, durante esas licencias. 

d. Una prohibición al patrono respecto al despido 

sin justa causa de la mujer embarazada, así como 

de discrimen por razón de embarazo. 29 L.P.R.A. 

secs. 467, 468 y 469. Véase además, López 

Fantauzzi, et. al. v. 100% Natural, et al., 

supra, a la pág. 116. 

https://1.next.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=L&pubNum=1015876&cite=PRSSTT29S468&originatingDoc=I28f03e831c2011e1bc27967e57e99458&refType=LQ&originationContext=document&transitionType=DocumentItem&contextData=(sc.Search)
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En relación a las licencias pre y post parto, la 

ley exige que la madre obrera presente un certificado 

médico al patrono evidenciado que el estado de 

embarazo a que ha llegado requiere dicho descanso. 29 

L.P.R.A. §§ 470. El patrono está obligado a conceder 

el derecho a la licencia por maternidad y en caso de 

denegarlo, deberá pagarle a la madre obrera el sueldo 

o compensación que corresponda a tal período de 

descanso.  29 L.P.R.A. § 472; Meléndez v. Asoc. Hosp. 

del Maestro, 156 DPR 828, 842 (2002). 

La madre obrera podrá solicitar que se le 

reintegre a su trabajo después de las primeras dos (2) 

semanas de descanso postnatal cuando presente a su 

patrono un certificado médico acreditativo de que está 

en condiciones de trabajar. En ese caso se considerará 

que la trabajadora renuncia a las otras semanas de 

descanso postnatal a que tiene derecho. 29 L.P.R.A. § 

467.  

Por otro lado, la sección 4 de la de Ley de 

Madres Obreras establece que ―[e]l patrono no podrá 

sin causa justa, despedir a la mujer embarazada. No se 

entenderá que es justa causa el menor rendimiento para 

el trabajo, en razón del embarazo‖. La legislación 

proscribe a un patrono suspender, reducir el salario, 

o discriminar en cualquier forma contra una 

trabajadora por razón de la merma en su producción 

mientras ésta se encuentre en estado de embarazo o 

rehúse restituirla en su trabajo luego del 

alumbramiento. 29 L.P.R.A. sec. 469; Meléndez v. Asoc. 

Hospital del Maestro, supra.  

El Tribunal Supremo de Puerto Rico se ha 

expresado en varias ocasiones sobre el significado y 
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alcance del concepto ―justa causa‖ bajo la Ley de 

Madres Obreras. Santiago González v. Oriental Bank & 

Trust, supra a la pág. 257. En Schneider v. Tropical 

Gas Company, Inc., supra, pág. 629, se dispuso que 

esta ley tuvo el efecto de variar el contenido del 

concepto ―justa causa‖ en la situación particular de 

la mujer embarazada, al sustraer de dicho concepto el 

menor rendimiento en el empleo cuando dicho menor 

rendimiento es consecuencia directa del estado de 

embarazo. Este menor rendimiento se refiere no sólo a 

aquel que se produce en términos cuantitativos, sino 

al que surge en términos cualitativos. Así, pues, bajo 

esta ley surgen dos protecciones relacionadas al 

despido de una empleada embarazada: (1) la prohibición 

del despido sin justa causa, que se refiere al 

concepto justa causa bajo las leyes laborales, y (2) 

la prohibición de despido por merma en la producción 

como consecuencia del embarazo, lo cual, en el caso de 

una mujer en estado de gestación, no constituye justa 

causa para el despido. Santiago González v. Oriental 

Bank & Trust,  supra a la pág. 257. 

En Rivera Águila v. K-Mart de P.R., supra, págs. 

609-610, el Tribunal Supremo interpretó que la Ley 

Núm. 3, supra, le brinda a la mujer embarazada una 

protección más extensa que la brindada al trabajador 

por la Ley Núm. 100, supra, pues la última le requiere 

un nivel probatorio mayor, al tener que demostrar que 

el patrono actuó discriminatoriamente al despedirlo. 

Véanse, además: Sociedad de Gananciales v. Centro 

Gráfico, 144 D.P.R. 952, 960 (1998); Ibáñez v. Molinos 

de P.R., Inc., 114 D.P.R. 42, 53 (1983); Odriozola v. 

Cosmetic Dist. Corp., 116 D.P.R. 485, 502-503 (1985). 
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En Rivera Águila v. K-mart de P.R., supra, se 

explicó que a diferencia de la Ley Núm. 100, en la que 

la reclamación por discrimen puede no proceder si, a 

pesar de no existir justa causa para el despido, el 

patrono prueba que el despido injustificado no fue 

discriminatorio, bajo la Ley de Madres Obreras el 

patrono responde en daños si despide sin justa causa a 

una mujer embarazada, aunque el patrono logre probar 

que el despido no fue por razón de embarazo. Así pues, 

cuando una empleada reclama y prueba que fue despedida 

de su empleo sin justa causa mientras estaba 

embarazada, el patrono responderá al amparo de la Ley 

de Madres Obreras, a menos que logre establecer que el 

despido estuvo justificado. Véase, Rivera Águila v. K-

mart de P.R., supra. Véase además, Santiago González 

v. Oriental Bank & Trust,  supra a la pág. 257.  

En Soc. de Gananciales v. Centro Gráfico, supra, 

el Tribunal aclaró que lo determinante en estos casos 

no es si el despido fue motivado por la condición de 

embarazo de la demandante, sino si estando embarazada 

la demandante, el patrono la despidió por causa 

injustificada. Santiago González v. Oriental Bank & 

Trust, supra a la pág. 258. De igual forma, en 

Santiago González v. Oriental Bank & Trust,  supra, 

concluyó que el desconocimiento por parte del patrono 

del estado de embarazo de una empleada es una defensa 

afirmativa frente a una acción bajo la Ley de Madres 

Obreras por despido injustificado de una empleada 

embarazada. Id. a la pág. 263. Según el Tribunal 

Supremo, ―es el conocimiento del embarazo por parte 

del patrono lo que establece la culpa de éste, agrava 

la acción de despido sin justa causa y justifica que 



 
 

 
KLAN201501173    

 

35 

se le impongan con todo su rigor las sanciones 

económicas que establece la Ley de Madres Obreras.‖ 

Id.
60
 Véase además, López Fantauzzi v. 100% Natural et 

al., 181 D.P.R. 92, (2011) 

 Lo anterior, no afecta la presunción de despido 

sin justa causa de una empleada embarazada, sólo sirve 

como una defensa afirmativa, no para establecer si el 

despido fue justificado o no, sólo para fines de los 

remedios a los que tendría derecho la mujer 

embarazada. Santiago González v. Oriental Bank & 

Trust,  supra a las págs. 263-264. Si el patrono 

desconocía del hecho del embarazo, la ley aplicable es 

la de despido injustificado, Ley Núm. 80, supra, 

mientras que si lo sabía, el estatuto aplicable es la 

Ley de Madres Obreras. Id. Véase además, López 

Fantauzzi v. 100% Natural et al., 181 D.P.R. 92, 

(2011) 

En torno a los remedios provistos por la Ley Núm. 

3, supra, se establece en lo pertinente, que todo 

patrono que despida sin justa causa a una mujer 

embarazada, incurrirá en responsabilidad civil por una 

suma igual al doble del importe de los daños que el 

despido haya causado a la trabajadora, o por una suma 

                                                 
60 En estos casos, siendo el desconocimiento del embarazo una 

defensa afirmativa, le corresponderá al patrono el peso de la 

prueba para establecer que efectivamente desconocía del embarazo. 

En caso de que el patrono presente prueba para establecer dicho 

desconocimiento, la obrera despedida tendrá la oportunidad de 

rebatir esa prueba, mediante evidencia directa o circunstancial 

que demuestre que el patrono sí conocía del hecho del embarazo, o 

que dicho conocimiento le era imputable. Si el tribunal determina 

que el patrono tenía conocimiento del embarazo o que dicho 

conocimiento le era imputable, éste aún podría prevalecer si 

demuestra, según ya hemos expuesto, que el despido fue 

justificado. Si no logra establecer estas defensas, estará sujeto 

a las sanciones civiles que provee la Ley de Madres Obreras. Por 

otra parte, si el tribunal determina que el patrono no conocía el 

hecho del embarazo al momento del despido, éste todavía tendría 

que probar que el despido estuvo justificado si desea derrotar la 

reclamación por despido injustificado bajo la citada Ley Núm. 80. 

Santiago González v. Oriental Bank & Trust,  supra, a la pág. 

264.  
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no menor de cien dólares ($100) ni mayor de mil 

dólares ($1,000) a discreción del tribunal si no se 

pudieran determinar daños pecuniarios, o el doble de 

éstos si montaran a una suma menor de cien dólares 

($100). La empleada tendrá derecho a que se le reponga 

en su trabajo so pena de incurrir el patrono en daños 

adicionales idénticos o iguales a los antes 

establecidos. 29 L.P.R.A. sec. 469. Las sanciones 

civiles bajo esta legislación cubre tanto los casos de 

merma en la producción o negativa del patrono a 

reponer a la obrera en su empleo. López Fantauzzi v. 

100% Natural, 181 D.P.R. 92, 115–116 (2011); Santiago 

González v. Oriental Bank & Trust,  supra a las págs. 

260-261. 

Los remedios incluidos en la Ley de Madres 

Obreras, supra, tienen el propósito de imponer al 

patrono que despide a una mujer embarazada sin justa 

causa, una responsabilidad económica mayor a la que 

normalmente tendría en una acción ordinaria por 

despido injustificado. Santiago González v. Oriental 

Bank & Trust,  supra a la pág. 261. Según el Tribunal 

Supremo,  

La razón de ser de esta mayor 

responsabilidad se encuentra precisamente en 

el hecho de que la obrera en estado de 

gestación confronta una situación más 

difícil ante el desempleo que una persona 

que no está embarazada. La indiferencia que 

manifiesta el patrono al despedir sin justa 

causa y arbitrariamente a una mujer 

embarazada, sin considerar la situación 

particularmente vulnerable de ésta, tanto en 

el aspecto físico, social, como en el 

económico, es la justificación y razón de 

ser para que la responsabilidad civil que 

impone la Ley de Madres Obreras en casos de 

despido injustificado sea mucho mayor que la 

que impone la Ley Núm. 80, supra. De esta 

forma, la ley actúa como mecanismo para 

disuadir este tipo de acción por parte del 

patrono. 

https://1.next.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=L&pubNum=1015876&cite=PRSSTT29S469&originatingDoc=I612bb234850311d9bb29e962243d28b2&refType=LQ&originationContext=document&transitionType=DocumentItem&contextData=(sc.Search)
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La Ley Núm. 3, supra, incluye los daños sufridos 

por la trabajadora embarazada de forma ordinariamente 

más amplia que los remedios que concede la Ley Núm. 

80, supra. Los sueldos dejados de recibir por razón 

del despido quedan comprendidos, entre otros, dentro 

de los daños, aparte del derecho a la reposición en el 

empleo que se concede bajo la primera de dichas leyes, 

pero no por la segunda. Sociedad de Gananciales v. 

Centro Gráfico, supra, a la pág. 965. 

El conceder una indemnización bajo las dos (2) 

leyes en cuestión penalizaría al patrono por un mismo 

acto —el despido injustificado. En estos casos, el 

tribunal de primera instancia concederá el remedio que 

proceda bajo una u otra ley, a base de lo que sea más 

beneficioso para la trabajadora, según la prueba, pero 

la concesión de indemnización bajo la Ley Núm. 3, 

supra, excluirá la concesión de indemnización bajo la 

Ley Núm. 80, supra, y lo mismo ocurrirá a la inversa. 

Sociedad de Gananciales v. Centro Gráfico, supra, a la 

pág. 965. 

En Sociedad de Gananciales v. Centro Gráfico, 

supra, a la nota al calce 5, el Tribunal puntualizó lo 

siguiente: 

Ahora bien, si ya se ha concedido un remedio 

dentro del mismo pleito bajo cualesquiera de 

estas leyes, lo que procede no es desestimar 

la acción en relación con la otra, sino 

atender dicha reclamación. De ésta proceder 

y el obrero probar que le corresponde una 

cuantía mayor en concepto de daños, entonces 

hay que rebajarle a la compensación mayor la 

cantidad previamente concedida bajo la otra 

ley. De esta forma se mantiene la 

exclusividad del remedio sin perjudicar los 

derechos del obrero y se fomenta la política 

pública de promover la concesión rápida de 

remedios económicos en casos laborales. 

 

 i. El Aborto Espontáneo 
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 El Reglamento Núm. 7667 del 26 de enero de 2009, 

conocido como ―Reglamento del Secretario del Trabajo y 

Recursos Humanos para Administrar la Ley Núm. 3 de 13 

de marzo de 1942, según enmendada, conocida como Ley 

de Madres Obreras‖, define al alumbramiento como el 

―acto mediante el cual la criatura concebida es 

expelida del cuerpo materno por vía natural, o 

extraída legalmente de éste mediante procedimientos 

quirúrgicos-obstétricos. También comprenderá, 

cualquier alumbramiento prematuro, el malparto o 

aborto involuntario, inclusive en este último caso, 

aquellos inducidos legalmente por facultativos 

médicos, que sufriere la madre en cualquier momento 

durante el embarazo. [Énfasis Nuestro]. Art. IV (a), 

Reglamento, 7667, supra.  

El inciso (3) del Artículo V del Reglamento 7667, 

supra, dispone que: 

La obrera que sufre un aborto tendrá 

derecho a los mismos beneficios de [sic] que 

goza la obrera que tiene un parto normal. 

Sin embargo, para ser acreedora a tales 

beneficios, el aborto debe ser uno de tal 

naturaleza que el produzca los mismos 

efectos fisiológicos que regularmente surge 

como consecuencia del parto, de acuerdo al 

dictamen y certificación del médico que le 

atienda durante el aborto. 

De sobrevenirle alguna complicación a 

la madre obrera después del parto o el 

aborto, que le impida trabajar una vez 

transcurrido el descanso postnatal o 

postaborto, el patrono vendrá obligado a 

ampliar el periodo de descanso postnatal o 

postaborto por un término que no excederá de 

doce (12) semanas adicionales, siempre que 

antes de expirar el periodo de descanso se 

le presente certificación médica 

acreditativa de tales hechos. En este caso, 

la obrera no tendrá derecho a recibir 

compensación adicional durante la ampliación 

del período de descanso, pero se le 

reservará su empleo.  

El hecho de que la criatura nazca con o 

sin vida en nada afectará los derechos que 
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la obrera tiene al amparo de la Ley y del 

Reglamento.
61
 

En torno a estas disposiciones reglamentarias, el 

licenciado Ruy Delgado Zayas comenta que ―si el médico 

acredita que el aborto tuvo consecuencias similares a 

las de un parto. . . ―, ―se ha interpretado que…‖, ―la 

licencia prenatal no utilizada se puede utilizar, 

además, de la licencia postnatal, después del aborto‖ 

y que ―el médico es quien determinará si el aborto, en 

                                                 
61 Véase, Consulta Número 15413 del Departamento del Trabajo y 

Recursos Humanos de 8 de diciembre de 2005. (…interpretamos que 

en el caso que nos consulta usted tenía derecho a disfrutar de 

los beneficios de la licencia de SINOT hasta el momento en que 

ocurrió el aborto. Desde esa fecha, usted tenía derecho a recibir 

el pago por licencia de maternidad que su médico le certificara. 

El patrono está obligado a pagarle la totalidad de sus salarios 

si su médico certificó una maternidad de ocho (8) semanas. 

Durante esa fecha el Programa SINOT no debe pagar beneficios. No 

obstante, tiene derecho a cobrar su incapacidad antes del 

aborto.‖); Consulta Número 15370 del Departamento del Trabajo y 

Recursos Humanos de 15 de julio de 2005, (―La ley de madres 

obreras no limita la cantidad de la [sic] licencia de maternidad 

que un [sic] obrera puede tener [sic] año, por ejemplo una obrera 

pues [sic] sufrir varios abortos en una año natural y tener 

derecho a recibir licencia por maternidad; por otro lado pudiera 

adoptar varias [sic] niños en el año natural y también tener 

derecho a licencia de maternidad.‖ ‖Así las cosas, luego de 

analizar el estatuto y el reglamento de las madres obreras 

interpretamos que en el caso que nos consulta la obrera tendrá 

derecho a recibir su licencia de maternidad completa al momento 

del parto.‖. Véase además, Consulta Número 14413 del Departamento 

del Trabajo y Recursos Humanos de 20 de octubre de 1997. La 

referida consulta, contestaba la siguiente interrogante: 

[¿]Cu[á]les son los beneficios que tiene esta 

empleada por haber tenido un aborto? [;] est[á] el 

patrono obligado a pagarle durante su ausencia (por 

maternidad) al igual que otra empleada que haya 

tenido un beb[é]?[;][¿]cuál es el procedimiento de 

ley que aplica en casos como [é]ste‖. 

 

A nivel federal, la EEOC ha establecido guías relacionadas 

a los reglamentos y prácticas en el empleo sobre mujeres 

embarazadas. 29 CFR § 1604.10. La citada sección dispone en parte 

pertinente,  

(a) A written or unwritten employment policy or practice which 

excludes from employment applicants or employees because of 

pregnancy is in prima facie violation of Title VII. 

(b) Disabilities caused or contributed to by pregnancy, 

miscarriage, abortion, childbirth, and recovery therefrom are, 

for all job-related purposes, temporary disabilities and should 

be treated as such under any health or temporary disability 

insurance or sick leave plan available in connection with 

employment. Written and unwritten employment policies and 

practices involving matters such as the commencement and duration 

of leave, the availability of extensions, the accrual of 

seniority and other benefits and privileges, reinstatement, and 

payment under any health or temporary disability insurance or 

sick leave plan, formal or informal, shall be applied to 

disability due to pregnancy or childbirth on the same terms and 

conditions as they are applied to other temporary disabilities. 

(c) Where the termination of an employee who is temporarily 

disabled is caused by an employment policy under which 

insufficient or no leave is available, such a termination 

violates the Act if it has a disparate impact on employees of one 

sex and is not justified by business necessity. 
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términos de sus consecuencias para la salud de la 

empleada, puede ser equiparado a un parto y por la 

tanto cubierto por la Ley 3.‖
62
 

D. Valoración de Daños 

En los casos en que una parte solicite la 

indemnización por alegados daños y perjuicios 

sufridos, la compensación puede incluir el 

resarcimiento de los daños patrimoniales compuestos 

por el daño emergente y el lucro cesante así como de 

los daños morales, consistentes de los sufrimientos 

físicos, las angustias mentales, la pérdida de 

compañía, el afecto y la incapacidad. Cintrón Adorno 

v. Gómez, 147 DPR 576 (1999). Véase además, H. Brau 

del Toro, Los Daños y Perjuicios Extracontractuales en 

Puerto Rico, Vol. I, 2da ed., Pubs. J.T.S., Inc., 

                                                 
62 Delgado Zayas, Ruy N., Manual Informativo de Legislación 

Protectora del Trabajo de Puerto Rico, Revisión 2003, San Juan, 

Puerto Rico, pág. 295.  

En el ámbito público la Ley Núm. 184-2004, en su artículo 

10 (3) (j), dispone específicamente que, ―[l]a empleada que sufra 

un aborto podrá reclamar hasta un máximo de cuatro (4) semanas de 

licencia de maternidad. Sin embargo, para ser acreedora a tales 

beneficios, el aborto debe ser de tal naturaleza que le produzca 

los mismos efectos fisiológicos que regularmente surgen como 

consecuencia del parto, de acuerdo al dictamen y certificación 

del médico que la atiende durante el aborto.‖ 3 L.P.R.A. § 1466 

(3) (j).62  

De igual forma, el Reglamento Núm. 2185 de 14 de octubre de 

1975, Reglamento de Personal del Estado Libre Asociado de Puerto 

Rico, de la Oficina Central de Administración de Personal (OCAP), 

según enmendado, establece un lenguaje similar. La Sección 12.4 

Licencias Licencia de Maternidad 5 (b) dispone: 

―Toda empleada en estado grávido tendrá derecho a un 

periodo de descanso de cuatro semanas antes del 

alumbramiento y cuatro semanas después. Alumbramiento 

significará el acto mediante el cual la criatura 

concebida es expedida del cuerpo materno por la vía 

natural, o es extraída legalmente de éste mediante 

procedimiento quirúrgico-obstétricos. Comprenderá, 

asimismo, cualquier alumbramiento prematuro, al 

malparto o aborto involuntario, inclusive en este 

último caso, aquellos inducidos legalmente por 

facultativos médicos, que sufriere la madre en 

cualquier momento durante el embarazo”.  

En la Rama Judicial, la Sección 19.6 (d) del Reglamento de 

la Administración del Sistema de Personal de la Rama Judicial, 

dispone de igual forma en torno a la licencia de maternidad en 

casos de un aborto. A tales fines, la referida disposición 

señala, ―La empleada que sufra un aborto podrá reclamar hasta un 

máximo de veintiocho (28) días de licencia de maternidad. Sin 

embargo, para ser acreedora a tales beneficios, el aborto debe 

ser uno de tal naturaleza que le produzca los mismos efectos 

fisiológicos que regularmente surgen como consecuencia del parto, 

de acuerdo al dictamen, recomendación y certificación del médico 

que la atienda durante el aborto.‖ T. 4 Ap. XIII, § 19. 
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1986, págs. 427–428.   

Los sufrimientos y angustias mentales tienen la 

finalidad de indemnizar el dolor, los sufrimientos 

físicos y las angustias mentales que padece una 

persona como consecuencia de un acto culposo o 

negligente. Elba A.B.M. v. U.P.R., 125 DPR 294 (1990); 

Acosta & Rodas, Inc. v. PRAICO, 112 DPR 583 

(1982).     

La dificultad en la evaluación de los daños es 

mayor con respecto a la compensación por angustias y 

sufrimientos mentales, pues son intangibles. Se 

incluyen bajo este concepto diversas categorías de 

daños, tales como daño emocional, ansiedad, pérdida de 

afecto y otros daños similares de naturaleza 

intangible. B. Dobbs, The Law of Torts; Vol. 2, West 

Group. St. Paul Minn., 2001, pág. 821. Véase además, 

Antonio J. Amadeo Murga, El Valor de los Daños en la 

Responsabilidad Civil, Tomo I, Editorial Esmaco, 1997, 

págs. 220 y subsiguientes.   

Por otro lado, la tarea de estimar y valorar 

daños no es faena de simples cálculos. Rodríguez et 

al. v. Hospital et al., 186 DPR 889, 909 (2012). 

Difícil y ardua es dicha labor, ya que no existen 

fórmulas científicas de especificidad exacta que 

indiquen cómo se justiprecia el dolor y el 

sufrimiento. Santiago Montañez v. Fresenius Medical 

Care, 2016 TSPR 76; Herrera, Rivera v. S.L.G. Ramírez–

Vicéns, 179 DPR 774 (2010); Vázquez Figueroa v. 

E.L.A., 172 DPR 150, 154 (2007); Nieves Cruz v. 

U.P.R., 151 DPR 150, 169–170 (2000).   

Al medir los daños en un caso, el juzgador debe 

hacerlo sobre una estricta base de correspondencia con 
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la prueba, procurando siempre que la indemnización no 

se convierta en una industria y que no lesione la 

economía, por lo que se ha dicho que el deber de los 

jueces tiene el propósito de conservar el sentido 

remediador y no punitivo. S.L.G. v. F.W. Woolworth & 

Co.,143 DPR 76 (1997). Véase también, Rivera v. 

Tiendas Pitusa, Inc., 148 DPR 695 (1999). La 

valoración y compensación de daños que son 

intangibles, entre otros, las angustias, la tristeza, 

el dolor, está teñida de cierto matiz de especulación. 

La meta debe ser, pues, el llegar al punto intermedio, 

esto es, ni exageradamente alta ni exageradamente 

baja. Santiago Montañez v. Fresenius Medical Care, 

2016 TSPR 76; Riley v. Rodríguez de Pacheco, 119 DPR 

762 (1987).     

La dificultad que entraña esta gestión, impone 

una norma de abstención judicial de parte de los foros 

apelativos fundada en criterios de estabilidad y 

deferencia a los tribunales de primera instancia. 

Rodríguez et al. v. Hospital et al., supra; Urrutia v. 

A.A.A., 103 DPR 643, 647–648 (1975). Conforme a dicha 

norma, los tribunales apelativos no deben intervenir 

con la apreciación de la prueba y con la determinación 

de daños que un tribunal de instancia haya emitido, a 

menos que las cuantías concedidas sean ridículamente 

bajas o exageradamente altas. Rodríguez et al. v. 

Hospital et al., supra, págs. 909–910; Albino v. Ángel 

Martínez, Inc., 171 DPR 457, 486–487 (2007); 

Administrador v. ANR, 163 DPR 48, 65 (2004). Ello 

responde a que los jueces de los foros primarios están 

en mejor posición que los tribunales apelativos para 

evaluar los daños, toda vez que éstos son los que 
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tienen contacto directo con la prueba presentada. 

Rodríguez et al. v. Hospital et al., supra; Blás v. 

Hosp. Guadalupe, 146 DPR 267, 339 (1998), 339; 

Rodríguez Cancel v. A.E.E., 116 DPR 443, 451 (1985).   

Así, en cuanto a la valoración o cuantificación 

del daño, dicho cometido descansa inicialmente en el 

ejercicio discrecional, prudente, juicioso y razonable 

del juzgador de hechos animado por un sentido de 

justicia y de conciencia humana. Agosto Vázquez v. 

F.W. Woolworth & Co., supra; Concepción Guzmán v. 

A.F.F., 92 DPR 488 (1965). Recordemos ―que no existen 

casos exactamente iguales y que cada uno depende de 

sus propias circunstancias al momento de valorizar los 

daños‖. Rodríguez et al. v. Hospital et al., supra, 

pág. 943. El daño a ser compensado no puede 

subvalorarse meramente por el carácter especulativo 

que conlleve necesariamente el cómputo. Por tanto, los 

tribunales deben buscar una proporción razonable entre 

el daño causado y la indemnización concedida, de modo 

que la adjudicación sea razonablemente balanceada, es 

decir, ni extremadamente baja ni desproporcionadamente 

alta. Blás v. Hosp. Guadalupe, supra. La valoración 

responde a factores particulares y únicos de cada 

caso, por lo que debe ser considerada conforme los 

hechos y circunstancias particulares. Id.   

Así, la decisión que se emita en un caso 

específico con relación a la valoración y estimación 

de daños no puede ser considerada como precedente 

obligatorio para otro caso, sino que sólo puede servir 

como guía o punto de partida en casos similares. Toro 

Aponte v. E.L.A., 142 DPR 464 (1997). No hay duda que 

en la objetivación de los daños siempre estará 
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presente un grado de especulación. Empero, la 

razonabilidad y prudencia son elementos que siempre 

deben guiar al juez a la hora de estimar y valorar los 

daños que ha sufrido una parte. Urrutia v. A.A.A., 

supra, págs. 647–648. Además, precisa recordar que ―la 

declaración directa de un solo testigo, de ser creída 

por el juzgador de los hechos, es prueba suficiente de 

cualquier hecho‖. Trinidad v. Chade, 153 DPR 280, 291 

(2001)
.
 Por tanto, no se requiere probar un hecho con 

certeza matemática, sino que cumpla con el estándar de 

preponderancia de la prueba. Castro Ortiz v. Mun. de 

Carolina, 134 DPR 783, 795 (1993).  

Es importante señalar que una indemnización que 

se ajuste a aquellas concedidas en casos anteriores 

similares está revestida de razonabilidad prima facie, 

y no será alterada salvo que circunstancias 

particulares del caso ante la consideración del 

Tribunal así lo requieran. Herrera, Rivera v. S.L.G. 

Ramírez–Vicéns, supra. Para fines comparativos, se 

utiliza un precedente de un caso similar y se ajusta 

al valor presente de la compensación otorgada, tomando 

en cuenta el índice de precios al consumidor en ambos 

períodos. Santiago Montañez v. Fresenius Medical Care, 

2016 TSPR 76; Rodríguez et al. v. Hospital et al., 

supra.  

 Recientemente en Santiago Montañez v. Fresenius 

Medical Care, 2016 TSPR 76, el Tribunal Supremo de 

Puerto Rico insistió: 

Ante ello, nos vemos obligados a advertir a 

los jueces y las juezas sobre la importancia 

de detallar en sus dictámenes los casos que 

se utilicen como referencia o punto de 

partida para la estimación y valoración de 

daños y el cómputo realizado para establecer 

las cuantías que se concedan. Este llamado a 
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los jueces cobra importancia ante la 

necesidad imperante de instruir a las partes 

y a los miembros de la profesión jurídica en 

torno al método que se utiliza en ese 

difícil y angustioso proceso de estimar y 

valorar los daños. Además, habida cuenta de 

que esa tarea lleva consigo cierto grado de 

especulación, resulta forzoso explicar qué 

casos se utilizan como referencia y cómo se 

ajustan las cuantías concedidas en esos 

casos anteriores al caso que el tribunal 

tiene ante su consideración.    

 

En Santiago Montañez, el Tribunal Supremo resumió 

la doctrina en torno a la valoración de la cuantía 

para compensar los daños y perjuicios probados. A 

tales fines, destacó: 

En Herrera, Rivera v. SLG Ramírez 

Vicéns, supra, acogimos el método que 

recomendó el ex juez Antonio Amadeo Murga 

(Amadeo Murga) para actualizar al valor 

presente las compensaciones otorgadas en 

casos similares anteriores. Véase: A .J. 

Amadeo Murga, El valor de los daños en la 

responsabilidad civil, 1ra ed., San Juan, 

Ed. Esmaco, 1997, T. I, págs. 91–126. 

Conforme a ese método, utilizamos el cambio 

en el poder adquisitivo del dólar a través 

del tiempo para obtener el ajuste por 

inflación.  Id., pág. 92. A su vez, el valor 

adquisitivo del dólar lo obtuvimos del 

índice de precios al consumidor que prepara 

el Departamento del Trabajo y Recursos 

Humanos (Departamento del Trabajo).
16
 

Obtenido el ajuste por inflación, realizamos 

un ajuste adicional por el crecimiento 

económico ocurrido entre el año del caso que 

se utiliza como referencia y el año en que 

se dictó sentencia en el caso que teníamos 

ante nuestra consideración.  Id., págs. 102–

105. 

En aquel entonces, el método propuesto 

por Amadeo Murga aplicaba el índice de 

precios al consumidor que utilizaba como 

base el 1984. Sin embargo, en el 2009, el 

Departamento del Trabajo adoptó un nuevo 

índice de precios al consumidor que utiliza 

como base el 2006. En la nueva edición de su 

libro, Amadeo Murga desfavorece el uso del 

nuevo índice. Éste indica que de acuerdo al 

nuevo índice el costo de vida resulta más 

bajo en Puerto Rico que en los Estados 

Unidos, lo que considera es contrario a la 

realidad. A.J. Amadeo Murga, El valor de los 

daños en la responsabilidad civil, 2da ed., 

España, Librería Bosch, 2012, págs. 71–72. 

En su lugar, Amadeo Murga recomienda 

utilizar el índice que representa el 
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producto bruto per cápita.  Id., pág. 72. No 

obstante, éste indica que si se desea 

continuar utilizando los índices de precios 

al consumidor para ajustar las 

compensaciones, debe utilizarse la tabla de 

índices de precios al consumidor y ajustar 

el aumento en el nivel de vida utilizando la 

tabla de ingreso personal per cápita a 

precios constantes de 1954.  Id. 

Recientemente, en Rodríguez et al. v. 

Hospital et al., supra, reconocimos que no 

hay consenso entre los expertos en el tema 

en torno al método a utilizarse para 

actualizar compensaciones concedidas en el 

pasado y optamos por acoger el método que 

utiliza el índice de precios al consumidor 

con el 2006 como año base.  Id., pág. 914. 

Empero, rechazamos realizar el ajuste que 

recomendó Amadeo Murga y adoptamos la 

postura del Prof. José Julián Álvarez 

González, quien desfavorece que se haga un 

ajuste adicional por el crecimiento 

económico cuando se utiliza el nuevo índice 

de precios al consumidor. Véase: J.J. 

Álvarez González y L.M. Pellot Juliá, 

Responsabilidad Civil Extracontractual, 81 

Rev. Jur. UPR 661 (2012). Así, concluimos 

que cuando utilizamos un índice de precios 

al consumidor cuyo año base es reciente es 

innecesario realizar el ajuste que señala 

Amadeo Murga como segunda parte del proceso 

de actualización de las partidas concedidas. 

Rodríguez et al. v. Hospital et al., supra, 

pág. 914. Asimismo, establecimos que si del 

proceso de actualización resultan cuantías 

que consideramos muy bajas, puede responder 

a que las partidas concedidas en el pasado 

también eran muy bajas, por lo que 

procedería aumentar la indemnización a 

concederse si las circunstancias 

particulares del caso lo justifican.  Id., 

pág. 915. Véase también: Álvarez González y 

Pellot Juliá, supra, págs. 678–679. 

 

Ahora bien, quien solicita modificar la cuantía 

concedida tiene el peso de la prueba. Meléndez Vega v. 

El Vocero de P.R., Res. de 3 de julio de 2013, 2013 

TSPR 81, 189 DPR ___ (2013); Rivera Rodríguez v. 

Tiendas Pitusa, Inc., supra, pág. 700. De este modo, 

la parte que solicita la modificación de la 

indemnización concedida por el foro de primera 

instancia deberá demostrar que en efecto existen 

circunstancias que así lo justifican y que el foro 

primario en el proceso de estimar y valorar los daños 
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se alejó de la casuística existente. Santiago Montañez 

v. Fresenius Medical Care, 2016 TSPR 76. En este 

sentido, la mera alegación sobre la improcedencia de 

las compensaciones concedidas es insuficiente para que 

los foros apelativos modifiquen las mismas.  

Por lo tanto, sólo cuando se acredite que la 

cuantificación de los daños es irrazonable es que 

procede la revisión por los foros apelativos. Albino 

v. Ángel Martínez, Inc., 171 DPR 457 (2007). El 

derecho a ser compensado no puede ser derrotado 

meramente porque en ocasiones el cómputo en cuestión 

pueda resultar un tanto especulativo. Lo importante es 

que la compensación concedida esté basada en la prueba 

y que se mantenga el sentido remediador que persigue 

el ordenamiento. Rivera v. Tiendas Pitusa, Inc., 

supra. De conformidad con ello, también precisa 

destacar que en Meléndez Vega v. El Vocero de P.R., 

supra, el Tribunal Supremo reiteró que, a pesar de que 

la tarea de valoración de daños puede generar 

múltiples criterios, tal tarea debe residir, dentro de 

lo posible, en el juicio del juzgador de los hechos, 

enmarcado dentro de un análisis de razonabilidad. De 

no existir algún error manifiesto, parcialidad o 

prejuicio en tal apreciación, no corresponde nuestra 

intervención. Id. 

 

E. Apreciación de la prueba testifical, documental y 

pericial 

Según se conoce, en aquellos casos en los que a 

través de un recurso apelativo, se impute al Tribunal 

de Primera Instancia la comisión de algún error 

relacionado con la suficiencia de la prueba testifical 

o con la apreciación de la prueba, la parte apelante 
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tiene la obligación de presentar una exposición 

narrativa de la prueba para colocar a esta segunda 

instancia judicial en posición de revisar la sentencia 

apelada. Regla 19, inciso a, del Reglamento del 

Tribunal de Apelaciones, 4 A LPRA Ap. XXII–B; Álvarez 

v. Rivera, 165 DPR 1, 13 (2005).  

En ausencia de error, prejuicio o parcialidad, 

los tribunales apelativos no intervendrán con las 

determinaciones de hechos, con la apreciación de la 

prueba, ni con la adjudicación de credibilidad 

efectuadas por el Tribunal de Primera Instancia. 

González Hernández v. González Hernández, 181 DPR 746, 

776 (2011); Ramírez Ferrer v. Conagra Foods PR, 175 

DPR 799, 811 (2009). Esta deferencia descansa en que 

el juez ante quien declaran los testigos es quien 

tiene la oportunidad de verlos y observar su manera de 

declarar, apreciar sus gestos, titubeos, 

contradicciones y todo su comportamiento mientras 

declaran; factores que van formando gradualmente en su 

conciencia la convicción sobre la verdad de lo 

declarado. Suárez Cáceres v. Com. Estatal Elecciones, 

176 DPR 31, 68 (2009). Aún en aquellos casos en los 

que surjan conflictos entre la prueba corresponde al 

juzgador de los hechos dirimirlos. Flores v. Soc. de 

Gananciales, 146 DPR 45, 50 (1998).  

Las determinaciones de hechos basadas en 

testimonio oral no se dejarán sin efecto a menos que 

sean claramente erróneas. Regla 42.2 de Procedimiento 

Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 42.2. Solo se podrá 

intervenir con estas conclusiones cuando la 

apreciación de la prueba no represente el balance más 

racional, justiciero y jurídico de la totalidad de la 
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prueba. González Hernández v. González Hernández, 

supra, pág. 777. ―Se impone un respeto a la 

aquilatación de credibilidad del foro primario en 

consideración a que solo tenemos records mudos e 

inexpresivos‖. Ramírez Ferrer v. Conagra Foods PR, 

supra, pág. 811.  

En Pueblo v. Ortega Santiago, 125 DPR 203, 212 

(1990), el Tribunal Supremo de Puerto Rico expresó:  

El abuso de discreción se puede manifestar 

de varias maneras en el ámbito judicial. Se 

incurre en ello, entre otras, y en lo 

pertinente, cuando el juez en la decisión 

que emite no toma en cuenta e ignora, sin 

fundamento para ello, un hecho material 

importante que no podría ser pasado por 

alto; cuando, por el contrario, el juez sin 

justificación y fundamento alguno para ello, 

le concede gran peso y valor a un hecho 

irrelevante e inmaterial y basa su decisión 

exclusivamente en el mismo; o cuando, no 

obstante considerar y tomar en cuenta todos 

los hechos materiales e importantes y 

descartar los irrelevantes, el juez 

livianamente sopesa y calibra los mismos.   

  

―Cuando la evidencia directa de un testigo le 

merece entero crédito al juzgador de hechos, ello es 

prueba suficiente de cualquier hecho‖. Rivera Menéndez 

v. Action Service, 185 DPR 431, 444 (2012). Es por 

tanto que ―la intervención con la evaluación de la 

prueba testifical procedería en casos en los que luego 

de un análisis integral de esa prueba, nos cause una 

insatisfacción o intranquilidad de conciencia tal que 

estremezca nuestro sentido básico de justicia‖. Id.   

La dificultad en la evaluación de los daños es 

mayor con respecto a la compensación por angustias y 

sufrimientos mentales, pues son intangibles. Se 

incluyen bajo este concepto diversas categorías de 

daños, tales como daño emocional, ansiedad, pérdida de 

afecto y otros daños similares de naturaleza 
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intangible. B. Dobbs, The Law of Torts; Vol. 2, West 

Group. St. Paul Minn., 2001, pág. 821. Véase además, 

Antonio J. Amadeo Murga, El Valor de los Daños en la 

Responsabilidad Civil, Tomo I, Editorial Esmaco, 1997, 

págs. 220 y subsiguientes. No basta una pena pasajera, 

sino que deben probarse sufrimientos y angustias 

morales profundas. Moa v. E.L.A., 100 DPR 573, 587 

(1972).  

El Tribunal Supremo, citando a Don Alfonso de 

Paula Pérez, ha resumido el dinamismo y la certeza que 

imparten los sentidos de un juzgador que observa al 

mismo tiempo al testigo:  

[Y] es que no sólo habla la voz viva. 

También hablan las expresiones mímicas: el 

color de las mejillas, los ojos, el temblor 

o consistencia de la voz, los movimientos, 

el vocabulario no habitual del testigo, son 

otras tantas circunstancias que deben 

acompañar el conjunto de una declaración 

testifical y sin embargo, todos estos 

elementos se pierden en la letra muda de las 

actas, por lo que se priva al Juez de otras 

tantas circunstancias que han de valer, 

incluso, más que el texto de la declaración 

misma para el juicio valorativo que ha de 

emitir en el momento de fallar; le faltará 

el instrumento más útil para la 

investigación de la verdad; la observación. 

Ortiz v. Cruz Pabón, 103 DPR 939, 947 

(1975).  

  

Además, cabe enfatizar que resulta un principio 

básico en nuestro ordenamiento jurídico que en la 

apreciación de la prueba desfilada ante el foro 

recurrido, el alcance de la revisión judicial sobre 

cuestiones de hecho está regulado por lo dispuesto en 

la Regla 42.2 de Procedimiento Civil (32 LPRA Ap. V), 

la cual, en lo pertinente, dispone que:  

Las determinaciones de hechos basadas en 

testimonio oral no se dejarán sin efecto a 

menos que sean claramente erróneas, y se 

dará la debida consideración a la 

oportunidad que tuvo el tribunal 
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sentenciador para juzgar la credibilidad de 

las personas testigos.  

 

Finalmente, el Tribunal Supremo de Puerto Rico 

expuso,      

[…]procede que un foro apelativo otorgue 

completa deferencia a la apreciación que el 

juzgador de primera instancia hizo sobre la 

prueba, esto, toda vez que es quien estuvo 

en mejor posición de aquilatarla. Esta regla 

cobra mayor significado en casos en que 

detalles perceptibles resultan esenciales 

para graduar adecuadamente la sinceridad de 

los testimonios. Id., pág. 7 citando a 

Pueblo v. Rivera Robles, 121 D.P.R. 858, 869 

(1988). 

  

Sin embargo, también es norma reconocida que el 

arbitrio del juzgador de hechos, aunque respetable, no 

es absoluto. Una apreciación errónea de la prueba no 

tiene credenciales de inmunidad frente a la función 

revisora de los tribunales. Ramos Acosta v. Caparra 

Dairy Inc., supra; Vda. de Morales v. De Jesús Toro, 

107 DPR 826, 829 (1978). Así pues, los foros 

apelativos pueden intervenir con la apreciación de la 

prueba testifical que haga el juzgador de los hechos, 

cuando éste actúe con pasión, prejuicio o parcialidad, 

o incurra en un error manifiesto al aquilatarla. 

Santiago Montañez v. Fresenius Medical Care, 2016 TSPR 

76; Dávila Nieves v. Meléndez Marín, 187 DPR 750 

(2013); Rodríguez et al. v. Hospital et al., supra, 

págs. 908–909; S.L.G. Rivera Carrasquillo v. A.A.A., 

177 DPR 345 (2009); Quiñones López v. Manzano Pozas, 

141 DPR 139, 152 (1996); Rodríguez v. Concreto Mixto, 

Inc., 98 DPR 579 (1970).  

Asimismo, se podrá intervenir con la apreciación 

de la prueba cuando de un examen detenido de la misma 

el foro revisor se convenza de que el juzgador 

descartó injustificadamente elementos probatorios 
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importantes o que fundamentó su criterio únicamente en 

testimonios de escaso valor, o inherentemente 

improbables o increíbles. C. Brewer P.R., Inc. v. 

Rodríguez, 100 DPR 826, 830 (1972); Pueblo v. Luciano 

Arroyo, 83 DPR 573, 581 (1961). De otro lado, es 

axioma judicial que ante la prueba pericial y 

documental el tribunal revisor se encuentra en igual 

posición que el foro recurrido y, por tanto, está 

facultado para apreciar la prueba apoyándose en su 

propio criterio. Dye–Tex de P.R., Inc. v. Royal Ins. 

Co., 150 DPR 658, 662 (2000). Por ello, los foros 

apelativos no están obligados a seguir necesariamente 

la opinión de un perito, aunque sea técnicamente 

correcta. Hernández v. Pneumatics & Hydraulics, 169 

DPR 273, 297 (2006).  

III. ANÁLISIS 

En el caso ante nuestra consideración, el 

Tribunal de Primera Instancia declaró ha lugar una 

querella laboral por despido injustificado y 

discriminatorio por razón del sexo y el estado de 

embarazo de la parte apelada.  

La parte apelante acude a esta segunda instancia 

judicial alegando que el foro primario erró en la 

apreciación de la prueba oral y documental, al estimar 

la compensación y al interpretar que procedía la 

concesión de una licencia de maternidad a la parte 

apelada, a pesar de haber sufrido un aborto espontáneo 

de cinco semanas sin los mismos efectos fisiológicos 

de un parto.   

Atendamos primariamente la procedencia de la 

reclamación por despido injustificado y discrimen por 

embarazo conforme a la prueba reseñada.  
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En este caso, la parte apelada comenzó a trabajar 

como enfermera para la parte apelante el 21 de marzo 

de 2012. Luego de aprobar el periodo probatorio, se 

convirtió en una empleada regular con contrato 

indeterminado.  

Su desempeño en el trabajo fue calificado desde 

―bueno‖ hasta ―excelente‖ con algunos comentarios y 

recomendaciones, sin embargo, recibió una reprimenda 

al expediente por un incidente con una supervisora. A 

pesar de lo anterior, la apelada no fue despedida ni 

por sus evaluaciones, como tampoco por este incidente. 

No surge que tuviera en su expediente alguna 

reprimenda adicional.  

El 9 de agosto de 2013, la parte apelada sufrió 

un leve dolor pélvico en el trabajo al tratar de 

levantar un ―counter‖. A partir de ese momento, surgió 

la sospecha en el área de empleo que la parte apelada 

podía estar embarazada. Ante ello, pues la doctora 

Allende, que trabajaba para la parte apelante, le 

recomendó que se hiciera un sonograma, pues su 

menstruación se había dilatado. Ese día, los 

resultados de una prueba de embarazo resultaron 

negativos.  

El 12 de agosto de 2013, la parte apelada recibió 

los resultados de un sonograma endovaginal que 

reflejaron la existencia de un saco gestacional 

pequeño, sin embargo, no se identificó la presencia de 

un embrión dentro del mismo. Según testificó el 

ginecólogo que atendió posteriormente a la apelada, el 

doctor Marrero, el sonograma reflejaba que la apelada 

tenía un saco gestacional con alrededor de cuatro a 
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cinco semanas, por lo que se recomendaba seguimiento 

por las próximas dos semanas.
63
  

El 14 de agosto de 2013, la apelada le notificó 

los resultados a su supervisora y jefa de enfermeras, 

la señora Gladys Vélez. Ese día, también le notificó 

al apelante, doctor Font, que se encontraba 

embarazada. Según testificó la apelada y el foro 

primario creyó, el apelado la felicitó, le dijo que le 

sorprendía pues ella no estaba casada y continuaba sin 

haber estado casada, pero por el hecho que estuviera 

embarazada no podía despedirla.
64
 

El 21 de agosto de 2013, la parte apelada le 

notificó a su supervisora que había sufrido un 

embarazo no embriónico o aborto espontáneo, que no 

tenía embrión dentro del saco gestacional y que en 

cualquier momento podía expulsar el saco o le tendrían 

que inducir un raspe.
65
 

El 23 de agosto de 2013, la apelada sufrió un 

sangrado en el área de empleo y posteriormente fue 

atendida en el Hospital Ashford Presbiterieano.
66
 Al 

día siguiente, la apelada visitó la oficina del doctor 

Marrero quien le notificó que había expulsado el saco, 

por lo que no era necesario realizar un raspe.
67
 

Ese día, 24 de agosto de 2013, el doctor Marrero 

le recomendó a la apelada ―tratamiento en el hogar y 

reposo‖.
68
 El especialista expidió un certificado 

médico por maternidad desde el 24 de agosto de 2013 

hasta el 4 de octubre de 2013. Ese mismo día, la 

                                                 
63 Véase, Transcripción de la Vista en su Fondo, págs. 91-93, 72-

73 
64 Id. a las págs. 111-112.  
65 Id. a la pág. 113 
66 Id. a las págs. 113-114 
67 Id. a las págs. 73, 87 y 115. 
68 Id. a la pág. 115. 
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apelada notificó a la parte apelante el resultado 

final del embarazo, así sobre el certificado médico 

por maternidad expedido por el médico. Indicó que su 

madre llevaría el certificado a la oficina de la parte 

apelante.
69
 Según el testimonio del doctor Font, éste 

recibió y revisó el Certificado Médico
70
. De igual 

forma, la señora De la Cruz, a cargo del procesamiento 

de las licencias, admitió haber recibido el 

Certificado Médico.
71
 

El 27 de agosto de 2013, la parte apelada recibió 

una llamada de la parte apelante cuestionando la 

ausencia del día anterior. La parte apelada notificó 

que aún permanecía con sangrado y dolor y que su madre 

llevaría el certificado de maternidad el próximo día 

28 de agosto, lo que hizo.72 

La semana siguiente cuando la apelada acudió a la 

oficina a recoger su cheque, se le informó que las 

ausencias estaban siendo descontadas con cargo a los 

días por enfermedad, los cuales ya había agotado. No 

le solicitaron información adicional sobre la licencia 

por maternidad.
73
 

El 7 de septiembre de 2013, la apelante acudió 

nuevamente a la oficina del doctor Marrero, quien 

diagnosticó que la paciente estaba recuperada y podía 

comenzar a trabajar a partir del 10 de septiembre de 

2013.74 El día 10, la parte apelada despidió a la parte 

apelante. La carta de despido fue acompañada de un 

cheque por concepto de mesada ascendente a $3,657.00. 

                                                 
69 Id. a la pág. 19. 
70   Id. a las págs. 41-42 
71   Id. a las págs. 61-62  
72 Id. a la pág. 117. 
73 Id. a las págs. 117-118. 
74 Id. a la pág. 76. 
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El doctor Font admitió por un lado, que había 

despedido a la apelada por violar los valores éticos-

morales, cristianos.
75
 Sin embargo, en su testimonio 

declaró además, ―se tomó la decisión de que había que 

despedirla‖, ―pues ella [se] fue en sus vacaciones de 

maternidad y cuando regresó, que se le pidieron todas 

las pruebas, no trajo ninguna prueba, no había tal 

embarazo, no había prueba de nada‖.76 

El foro primario concluyó que la parte apelante 

despidió a la apelada de manera injustificada y 

discriminatoria por razón de su estado de embarazo.  

La parte apelada sostiene que el despido no 

surgió por motivo del embarazo de la apelada, pues la 

apelada no estaba embarazada al momento de su despido 

y tampoco podía beneficiarse de una licencia por 

maternidad por el aborto, pues conforme al Reglamento 

7667, supra, el aborto no fue de tal naturaleza que 

tuviera los mismos efectos fisiológicos que surgen 

como consecuencia natural de un parto.  

De entrada, al momento del despido, no 

identificamos ningún acto o reprimenda adicional a la 

única recibida, que incidiera sobre el despido de la 

parte apelada. El despido de la parte apelada está 

enmarcado exclusivamente en el periodo que sufrió un 

aborto espontáneo del 9 de agosto de 2013 al 10 de 

septiembre de 2013, cuando fue despedida.  

En ese sentido, conforme a la prueba y al derecho 

aplicable, nos corresponde adjudicar si el estado del 

embarazo de cinco semanas en este caso o la pérdida 

del mismo mediante un aborto espontáneo goza de 

                                                 
75 Id. a la pág. 48. 
76 Id. a las págs. 41-42 
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protección bajo nuestro ordenamiento jurídico y por 

tanto la apelada fue despedida discriminatoriamente. 

La prueba del caso evidencia que la parte 

apelante conocía que la parte apelada se encontraba en 

estado de embarazo y que estaba sufriendo problemas en 

su embarazo que desembocaron en un aborto espontáneo.  

Desde los incidentes que surgieron el 9 y 10 de 

agosto de 2013, la parte apelante conocía que la parte 

apelada presentaba síntomas de embarazo hasta que 

finalmente el 14 de agosto de 2013 la parte apelada 

confirmó al propio doctor Font que se encontraba en 

estado de embarazo.    

Según el testimonio de la apelada, ―Lo único que 

me indicó  es que . . . se sorprendió , porque, 

obviamente, en aquel momento yo estaba . . . no estaba 

casada, continúo sin estar casada. Y su única 

respuesta fue que felicidades y que por esa razón, 

pues no podían despedirme, fue lo único que me 

contestó.‖
77
 

El propio apelante doctor Font confirmó en su 

testimonio que conocía que la parte apelada estaba 

embarazada. El doctor Font declaró: 

. . . En eso, pues pasaron otras cosas 

entre la señora Martínez, la señora Vélez y 

la señora Olga Lebrón, que era la persona 

que estaba a cargo del personal, y en eso me 

notifican que ella estaba embarazada. Yo 

dije, ―Bueno, si está embarazada, pues que 

bregue... vamos a bregar la parte del código 

que tenemos de la empleada embarazada‖. 

Porque en nuestra oficina, las empleadas 

embarazadas las protegemos, al punto de que 

el personal la acompañan en el embarazo, se 

protege. Cuando tienen sus citas, se les da 

permiso para que vayan a su cita. Dan a luz, 

está en periodo de maternidad. Cuando 

terminan su periodo de maternidad, ellas 

vienen a la oficina y vienen con su bebé. Se 

les prepara un área, porque yo creo en la 

                                                 
77 Id. a las págs. 111-112.  
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maternidad, creemos en el principio de la 

maternidad, creemos en el principio de que 

la madre debe proteger a su criatura.  

Pero entonces de momento me dicen que 

abortó, que abortó, pero qué prueba hay, o 

sea, dónde está la prueba de embarazo, no 

hay prueba de embarazo. ¿Cómo saben que está 

embarazada si no tiene una prueba de 

embarazo? Me dicen, ―No, le hicieron un 

sonograma y tenía el saco vacío‖. ¿El saco 

vacío? Okay. Perfecto. Yo lo pongo 

entrecomillas, porque la parte de mi 

entrenamiento es precisamente radiología 

nuclear. Si el radiólogo dijo que tenía un 

saco vacío, pues perfecto, no tengo ningún 

problema en cuánto a eso.  

¿Le hicieron la prueba de embarazo?  

Sí. ¿Cómo salió? Positivo. Ah, pues mira, 

está embarazada. Pero de momento no había ni 

prueba de embarazo, ni había prueba de 

diagnóstico. Yo digo, pero entonces cómo 

vamos a saber que está embarazada.  

Se recibió entonces una excusa de mes y 

medio, o algo así, o un mes, cinco semanas o 

algo así, de supuestamente había abortado y 

le dieron el mismo tiempo de una mujer 

embarazada.
78
  

 

El apelante declaró que en el mes de agosto no 

despidió a la apelada al enterarse que estaba 

embarazada y luego de recibir un certificado médico. A 

tales fines, testificó: 

R. Ahí es donde me dicen que ella 

está embarazada, se iba. . . a ella se iba a 

despedir. Pero cuando me dicen que estaba 

embarazada, dije no, ya no se puede 

despedir, a ella hay que protegerla como 

mujer embarazada. Y entonces, Ms. Vélez me 

notificó que el había hecho las gestiones 

para que un ginecólogo, un compañero 

ginecólogo-obstetra procediera a hacerle el 

seguimiento prenatal y le hiciera los 

exámenes correspondientes. Pero nunca, 

nunca. . . por lo menos yo nunca vi ni un 

resultado de sonografía, ni un resultado 

Beta, de prueba de embarazo, nada. Solamente 

apareció un certificado de un compañero 

médico que le daba cinco semanas, algo así, 

de excusa médica porque supuestamente estaba 

embarazada y abortó.  

P. ¿Usted llegó a ver ese 

certificado? 

R. Lo vi por encima, pero no. . . no 

fui al detalle. O sea, creí en lo que el 

compañero había escrito.  

[. . . . . . . . ] 

                                                 
78 Id. a las págs. 31-32 
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P. Muy bien. Después que ella llevó 

ese certificado, ¿qué sucedió, si algo? 

R. Pues ella fue en sus vacaciones de 

maternidad y cuando regresó, que se le 

pidieron todas las pruebas, no trajo ninguna 

prueba, no había tal embarazo, no había 

prueba de nada. Y entonces, se tomó la 

decisión de que había que despedirla.79 

[Énfasis Nuestro] 

 

Del testimonio de la parte apelante, el doctor 

Font, surge indubitadamente que al momento de 

despedirla el apelante conocía que la apelada estaba 

embarazada, que había sufrido complicaciones en su 

embarazo, que había sufrido un aborto, que recibió y 

leyó el certificado médico para acogerse a los días 

por maternidad y que aún así la despidió.  

La parte apelante sostiene que por haber ocurrido 

un aborto espontáneo el mismo no encuentra protección 

en nuestro ordenamiento jurídico y por tanto el 

despido no fue discriminatorio.   

Las leyes protectoras de la mujer embarazada no 

definen el término embarazo, sin embargo el alcance de 

su protección es amplio y liberal. Bajo la Ley 69, 

supra, se establece que el discrimen por razón de 

sexo, ―incluye, pero no se limita, debido a o en base 

de embarazo, parto, o condiciones médicas 

relacionadas; y las mujeres afectadas por embarazo, 

parto o condiciones médicas relacionadas recibirán 

igual trato para todo propósito relacionado con su 

empleo, incluyendo el recibir beneficios bajo los 

programas de beneficios marginales, como otras 

personas que no estén afectadas del mismo modo, pero 

que sean similares en su habilidad o inhabilidad para 

trabajar.‖ 29 L.P.R.A. § 1322 (5). Asimismo, se 

                                                 
79 Id. a las págs. 41-42 
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prohíbe el establecimiento de políticas escritas o 

verbales que excluya a un empleado por razón de su 

embarazo parto o condiciones médicas relacionadas. 29 

L.P.R.A. § 1334 (a). La legislación busca proteger los 

―riesgos‖ de una ―mujer en estado de preñez‖ y que se 

despida en ―la etapa de gestación’. López Fantauzzi v. 

100% Natural, supra a las págs. 115-116. 

Lo anterior, resulta suficiente para disponer que 

de conformidad con la Ley 69, supra, la parte apelante 

despidió de forma discriminatoria a la parte apelada, 

pues conocía que la apelada estaba embarazada y 

sufriendo “riesgos”, ―condiciones médicas 

relacionadas”, y ―afectada por [su] embarazo”. 29 

L.P.R.A. §§ 1322 (5) y 1334 (a). López Fantauzzi v. 

100% Natural, supra; Santiago v. Kodak Caribbean, 

Ltd., supra. La parte apelada informó que había 

sufrido un aborto espontáneo, o sea una condición 

médica relacionada al embarazo y un ―riesgo‖ inherente 

de una ―mujer en estado de preñez‖, que la ley prohíbe 

que se despida en ―la etapa de gestación’. López 

Fantauzzi v. 100% Natural, supra a las págs. 115-116. 

Conforme al estándar de prueba de la Ley 69, supra, y 

la Ley 3, supra, la parte apelada probó que al momento 

del despido la apelante conocía que la apelada estaba 

embarazada y que estaba sufriendo los ―riesgos‖, 

―condiciones médicas relacionadas‖ y estaba ―afectada 

por su trabajo‖.  

La parte apelante, sostiene como causa 

justificada para el despido de la apelante por un lado 

que no había presentado prueba del embarazo a través 

del certificado médico y por otro lado que había 
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violado los valores éticos-morales, cristianos de la 

empresa.  

En torno a la alegación de que no había 

presentado prueba del embarazo, del testimonio surge 

que en todo momento, todo el personal conocía del 

estado de gestación y que tanto el doctor Font, como 

la señora De La Cruz recibieron y revisaron el 

Certificado Médico necesario para la concesión de la 

licencia de maternidad. Según el testimonio del doctor 

Font, éste recibió y revisó el Certificado Médico
80
. De 

igual forma, la señora De la Cruz, a cargo del 

procesamiento de las licencias, admitió haber recibido 

el Certificado Médico.
81
  

El doctor Font alegó que había despedido a la 

apelada por violar los valores éticos-morales, 

cristianos.
82
 De entrada, resulta necesario destacar 

que el contrato de empleo de la apelada no exigía como 

requisito sine qua non del empleo mantener una 

conducta conforme a la religión cristiana
83
, tampoco se 

trata de un requisito ocupacional bona fide
84
 para el 

empleo que ocupaba la apelada. En su testimonio, el 

apelante aceptó que de la descripción de trabajo de la 

parte apelada como enfermera, como tampoco el contrato 

de trabajo temporero, existía un requisito en cumplir 

con los valores éticos-morales de la empresa.
85
 Del 

testimonio reseñado de la parte apelante surge que 

como parte de los diversos e inconsistentes motivos 

                                                 
80   Id. a las págs. 41-42 
81   Id. a las págs. 61-62  
82 Id. a la pág. 48. 
83   Nótese de que conforme al testimonio del doctor Font, solo en 

el contrato de ―empleada temporera‖ se establecía una cláusula 

que establecía que no podían realizar actos que afectaran ―la 

buena reputación de Center‖.  
84 Véase, 29 L.P.R.A. §§ 1322 (7), 1327 y 1328.  
85 Véase, Transcripción de la Vista en su Fondo, a las págs. 49 y 

51.  
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para justificar el despido bajo fundamentos cristianos 

se encontraba que la apelada había quedado embarazada 

sin estar casada. Asimismo, reprochó que la apelada 

tuviera un alegado incidente en una pista de baile en 

un crucero donde el apelante había invitado a sus 

empleadas y por una alegada práctica sexual ocurrida 

fuera del área del trabajo. El testimonio de la parte 

apelante evidenció que los fundamentos religiosos para 

justificar el despido se trataban de meros pretextos, 

pues según su propio testimonio y el cuadro fáctico, 

el despido fue motivado por el estado de embarazo, el 

eventual aborto espontáneo y el uso de la licencia por 

maternidad.
86
  

Por otro lado, la parte apelante sostiene que en 

este caso, la parte apelada no fue discriminada por su 

embarazo, pues de conformidad con los reglamentos 

aplicables, no cualificaba para la concesión de una 

licencia por maternidad.  

Según se conoce, las licencias por maternidad y 

paternidad en el sector privado están reguladas por la 

Ley 3, supra. La legislación concede un periodo de 

descanso con paga de cuatro semanas antes del parto y 

cuatro semanas después del parto, obliga al patrono a 

reservarle el empleo a la obrera y prohíbe su despido. 

29 L.P.R.A. §§ 467, 469 y 469.   

La legislación exige que la madre obrera presente 

un certificado médico al patrono que el estado de 

embarazo a que ha llegado requiere dicho descanso. 29 

L.P.R.A. §§ 470. En este caso, el doctor Marrero 

expidió el certificado médico y la apelada lo entregó 

                                                 
86 Id. a las págs. 41-42 
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a su patrono, según admitieron el doctor Font
87
  y la 

señora De la Cruz
88
 en su testimonio.  

Esta legislación tampoco define el término 

embarazo o maternidad. Sin embargo, el alcance e 

implicaciones de su definición no puede aplicarse 

aisladamente.  

La Ley Núm. 3, supra, autorizó al Departamento 

del Trabajo y Recursos Humanos a adoptar 

reglamentación para impartirle vitalidad a sus 

disposiciones. 29 L.P.R.A. §§ 474. A tales fines, se 

adoptó el Reglamento Núm. 7667 del 26 de enero de 

2009, intitulado, ―Reglamento del Secretario del 

Trabajo y Recursos Humanos para Administrar la Ley 

Núm. 3 de 13 de marzo de 1942, según enmendada, 

conocida como Ley de Madres Obreras‖. 

El referido Reglamento define al alumbramiento 

como el ―acto mediante el cual la criatura concebida 

es expelida del cuerpo materno por vía natural, o 

extraída legalmente de éste mediante procedimientos 

quirúrgicos-obstétricos. También comprenderá, 

cualquier alumbramiento prematuro, el malparto o 

aborto involuntario, inclusive en este último caso, 

aquellos inducidos legalmente por facultativos 

médicos, que sufriere la madre en cualquier momento 

durante el embarazo.[Énfasis Nuestro]. Art. IV (a), 

Reglamento, 7667, supra.  

El inciso (3) del Artículo V del Reglamento 7667, 

supra, dispone que: 

La obrera que sufre un aborto tendrá 

derecho a los mismos beneficios de [sic] que 

goza la obrera que tiene un parto normal. 

Sin embargo, para ser acreedora a tales 

                                                 
87 Id. a las págs. 41-42 
88  Id. a las págs. 61-62 
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beneficios, el aborto debe ser uno de tal 

naturaleza que el produzca los mismos 

efectos fisiológicos que regularmente surge 

como consecuencia del parto, de acuerdo al 

dictamen y certificación del médico que le 

atienda durante el aborto. 

De sobrevenirle alguna complicación a 

la madre obrera después del parto o el 

aborto, que le impida trabajar una vez 

transcurrido el descanso postnatal o 

postaborto, el patrono vendrá obligado a 

ampliar el periodo de descanso postnatal o 

postaborto por un término que no excederá de 

doce (12) semanas adicionales, siempre que 

antes de expirar el periodo de descanso se 

le presente certificación médica 

acreditativa de tales hechos. En este caso, 

la obrera no tendrá derecho a recibir 

compensación adicional durante la ampliación 

del período de descanso, pero se le 

reservará su empleo. El hecho de que la 

criatura nazca con o sin vida en nada 

afectará los derechos que la obrera tiene al 

amparo de la Ley y del Reglamento. 

 

En torno a estas disposiciones reglamentarias, el 

licenciado Ruy Delgado Zayas comenta que ―si el médico 

acredita que el aborto tuvo consecuencias similares a 

las de un parto. . . ―, ―se ha interpretado que…‖, ―la 

licencia prenatal no utilizada se puede utilizar, 

además, de la licencia postnatal, después del aborto‖ 

y que ―el médico es quien determinará si el aborto, en 

términos de sus consecuencias para la salud de la 

empleada, puede ser equiparado a un parto y por la 

tanto cubierto por la Ley 3.‖
89
 

En este caso, tanto la ―certificación, como el 

―dictamen‖ del médico en su testimonio, fueron 

consistente y contundente al concluir que conforme al 

cuadro clínico que presentaba la apelada como 

                                                 
89 Delgado Zayas, Ruy N., Manual Informativo de Legislación 

Protectora del Trabajo de Puerto Rico, Revisión 2003, San Juan, 

Puerto Rico, pág. 295. Véase además, Pérez Figueroa v. Compañía 

de Parques Nacionales, KLAN200400769, (Revocando Sentencia del 

Tribunal de Primera Instancia que desestimó reclamación donde la 

demandante ―alegó en su querella que a pesar de haber solicitado 

a su supervisora inmediata su licencia por maternidad debido a 

que se había ausentado de su trabajo por haber sufrido un aborto, 

ésta se negó a concederle la misma.‖ 
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resultado de los ―efectos‖ del aborto, era necesario 

que se acogiera a la licencia por maternidad.  

Según testificó el doctor Marrero, ―Un missed 

abortion‖ es una paciente que estaba embarazada, se 

considera embarazo de todas maneras. Pero que el 

embarazo, por alguna razón, no tiene latidos fetales. 

Entonces es un aborto que está retenido, una retención 

que la paciente todavía no la ha botado, no la ha 

expulsado.‖
90
 Como parte del contrainterrogatorio 

añadió, ―es completamente normal que a las cuatro 

semanas de embarazo usted vea solamente un saco 

gestacional y no vea embrión. Eso puede ser un 

hallazgo completamente normal,‖
91
  

Una vez se certificó el aborto, luego que la 

apelada experimentara ―sangrado color rosa y mucho 

dolor‖
92
 y recibiera antibióticos

93
, el médico le indicó 

que no era necesario realizarle un raspe, ―que 

simplemente, pues llevaría tratamiento en el hogar y 

reposo.‖
94
  

El especialista justificó la concesión del 

certificado médico señalando: 

P ¿Qué síntomas presentaba la 

señora…? 

R ¿Qué fecha? 

P El 8/24/13 

R El 8/24, sangrado vaginal, 

sangrado vaginal. 

P ¿Continuaba para ese momento con 

sangrado? 

R Sí. Ahí estaba sangrando todavía. 

P ¿Cómo eso afecta la salud de la 

paciente? 

R Bueno, eso es un poquito difícil 

determinarlo porque el paciente. . . el 

paciente, como ustedes saben, el paciente 

nosotros lo tratamos no tan solo físico sino 

mentalmente. O sea, que tú puedes tener un 

                                                 
90 Id. a la pág. 71 
91 Id. a la pág. 86 
92 Id. a las págs. 113-114 
93 Id.  
94 Id. a la pág. 115 



 
 

 
KLAN201501173 

 

66 

paciente que aborta al mes, a los dos meses 

y estar completamente normal. Y, sin 

embargo, puedes tener una que sí se afecte 

emocionalmente y necesite terapia por la 

pérdida del bebé o del embarazo, verdad. 

P Unjú. 

R Así que. . . y entonces está 

perdiendo sangre, una persona que está 

perdiendo volumen, pues se recomienda de 

reposo y descanso y observación.
95
  

 

El galeno sostuvo que se trataba de un embarazo 

de cuatro a cinco semanas. No consideró meritorio 

hospitalizarla o realizarle un ―raspe‖ porque su 

sangrado era uno moderado.
96
  

A preguntas de la abogada de la parte apelante 

tratando de equiparar el dolor y sangrado de un aborto 

a un sangrado normal de menstruación, el doctor 

Marrero testificó: 

R Licenciada, es un poquito difícil 

explicarle porque le voy a explicar, o sea, 

eso depende mucho de las personas. Yo he 

tenido pacientes que han tenido. . . han 

perdido un bebé de nueve meses y lo han 

aceptado mejor que una que lo pierde en un 

aborto. Entonces, yo les doy un consejo, es 

el siguiente, ―ve lo positivo porque Dios 

dispuso de él, a lo mejor venía con algún 

tipo de malformaciones, y además, o sea, más 

allá de estar llorando o sufriendo o lo que 

pase, verdad, darte la angustia que te pueda 

dar, debes darle gracias a Dios‖. 

 

La apelada testificó que con posterioridad a la 

concesión del certificado médico ―estaba con sangrado 

y [con] dolor.
97
  

De los testimonios reseñados surge de forma 

indubitada que la apelada sufrió un aborto en el que 

experimentó sangrado y mucho dolor y que recibió 

antibióticos. Asimismo, surge que como ―consecuencia‖ 

del aborto de la apelada, el médico expidió un 

certificado médico ordenándole tratamiento en el hogar 

                                                 
95 Id a las págs. 75-76 
96 Id. a las págs. 95 a 96. 
97 Id. a la pág. 117 
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y reposo, pues ―estaba sangrando todavía‖. El médico 

apoyó la concesión del certificado por maternidad 

aludiendo no tan solo a las ―efectos fisiológicos‖ del 

aborto, sino también a las consecuencias mentales y 

emocionales del mismo. Nótese además que la apelada 

testificó que con posterioridad a la concesión del 

certificado médico persistía el sangrado vaginal.  

Puntualizamos además que los ―efectos 

fisiológicos‖ de un aborto espontáneo en una mujer no 

pueden circunscribirse a los efectos físicos sobre su 

cuerpo, pues las consecuencias psicológicas y 

emocionales son distintas, profundas e insospechadas 

en cada mujer afectada. La reacción y respuesta, así 

como los efectos físicos y emocionales que pueda 

provocar un aborto, dependerán de diversos y complejos 

factores que requieren estudiarlos caso a caso, 

incluyendo los prejuicios sociales o machistas que 

puedan provocar el sufrimiento silente como 

respuesta.
98
 

A la luz de lo anterior, la apelada sufrió un 

―aborto involuntario‖ que le produjo ―los mismos 

efectos fisiológicos [y emocionales] que regularmente 

surge como consecuencia del parto, de acuerdo al 

dictamen y certificación del médico‖ que la atendió 

durante el aborto, por lo que tenía ―derecho a los 

mismos beneficios de [sic] que goza la obrera que 

                                                 

98 Véase, Frederick R. Jelovsek, ―Getting Pregnant—Miscarriage: 

The Emotional Effects of Miscarriage,‖ Women’s Health Resource, 

http://www.wdxcyber.com/nmood07.htm; Broquet K: Psychological 

reactions to pregnancy loss. Prim Care Update Ob/Gyn 1999; 6:12-

16; American Pregnancy Association, ―Pregnancy Options—Abortion: 

Possible Emotional Side Effects,‖ 

http://americanpregnancy.org/unplanned-pregnancy/abortion-

emotional-effects/ 

 



 
 

 
KLAN201501173 

 

68 

tiene un parto normal‖, de conformidad con inciso (3) 

del Artículo V del Reglamento 7667, supra. El médico 

expidió una certificación conforme lo exige la ley y 

testificó sobre las ―efectos‖ y ―consecuencias‖ que 

tuvo el aborto sobre la salud de la empleada, por lo 

que la licencia de maternidad se hizo de conformidad a 

la Ley 3, supra.‖  

A pesar de que la parte apelante recibió y leyó 

la certificación médica, cuando la parte apelada llamó 

a la oficina de su patrono, se le notificó que no se 

le estaban reconociendo los días bajo la licencia por 

maternidad, sino que se le estaban descontando como 

días por enfermedad. También le notificaron que ya no 

poseía días atribuibles a la licencia por enfermedad. 

No le solicitaron que presentara algún documento 

adicional sobre relacionado a la licencia de 

maternidad.
99 

Bajo la legislación federal, en Newman v. Deer 

Path Inn, 1999, WL 1129105, No. 98C7698, la Corte de 

Distrito para el Northen District de Illinois, bajo 

hechos similares al caso de marras concluyó,  

A plaintiff can bring a claim under the PDA 

even though she was no longer pregnant at 

the time of her termination. The Seventh 

Circuit has held that a plaintiff can still 

make a prima facie case of pregnancy 

discrimination even if she was not pregnant 

at the time of the termination. Piraino I, 

84, F.3d at 274. The key is whether the 

plaintiff presents evidence that the 

employer, upon learning of an employee’s 

pregnancy (or her intent to take maternity 

leave), sets out to treat her worse than 

other employees or prospective employees. 

Vargas v. Globetrotters Engineering Corp., 4 

F.Supp.2d 780, 785 (N.D.Ill.1998) (citing 

Piraino I, 84 F.3d at 274). That is Newman’s 

theory in this case and she has presented 

evidence to support such.
100

 

                                                 
99 Transcripción de la Vista en su Fondo, a las págs. 117-118 
100 ―Employee established nexus between her pregnancy and her 

termination, as required for prima facie case under Pregnancy 
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En este caso, la parte apelante conocía que la 

parte apelada estaba embarazada, que había sufrido un 

aborto espontáneo, recibió un certificado médico 

concediéndole una licencia por maternidad a la parte 

apelada y mientras la apelada disfrutaba de la 

licencia de maternidad se negó a reconocerla y la 

despidió en violación a la Ley de Madres Obreras.  

En torno a los señalamientos de error tercero, 

cuarto y séptimo, relativos a la presentación, 

admisión y apreciación de ciertos testimonios y prueba 

durante el juicio, discutidos someramente por la 

apelante, no nos parecen que tuvieran el efecto de 

alterar la determinación del foro primario, ni la 

nuestra, sobre la adjudicación de la controversia.  

Finalmente, la parte apelante sostuvo que el foro 

primario erró al estimar los daños sufridos a base de 

una prueba médica insuficiente y al ordenar el pago de 

una compensación por daños adicionales a un pago por 

concepto de salarios dejados de devengar. 

Según se conoce, la valoración o cuantificación 

del daño, descansa inicialmente en el ejercicio 

discrecional, prudente, juicioso y razonable del 

juzgador de hechos animado por un sentido de justicia 

y de conciencia humana. Agosto Vázquez v. F.W. 

Woolworth & Co., supra; Concepción Guzmán v. A.F.F., 

92 DPR 488 (1965). A pesar de que la tarea de 

                                                                                                                                     
Discrimination Act (PDA), by providing evidence that she 

ostensibly was terminated for failing to call office every day 

while out, that other employees were not required to call every 

day, that supervisor’s remark that employee ―did not want to take 

responsibility‖ may have been referring to her decision to have 

abortion of her severely deformed baby, and that her termination 

followed her abortion by three days.‖ Pregnancy Discrimination 

Act, § 1(k), 42 U.S.C.A. § 2000e(k). Doe v. C.A.R.S. Protection 

Plus, Inc., 527 F.3d 358, 103 Fair Empl. Prac. Cas. (BNA) 577 (3d 

Cir. 2008). 
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valoración de daños puede generar múltiples criterios, 

tal tarea debe residir, dentro de lo posible, en el 

juicio del juzgador de los hechos, enmarcado dentro de 

un análisis de razonabilidad. De no existir algún 

error manifiesto, parcialidad o prejuicio en tal 

apreciación, no corresponde nuestra intervención. 

Meléndez Vega v. El Vocero de P.R., supra. 

En este caso, la apelada declaró que no se 

esperaba el despido, que estaba ―super destrozada‖, 

que en aquel momento no convivía con su pareja y 

―corría todos los gastos de mi hogar‖ de sus dos 

hijos.
101
 Testificó que recibió tratamiento psicológico 

para ―ambas pérdidas‖, la del embarazo, y la ―pérdida 

del trabajo‖.
102

 Sostuvo además que visitó un siquiatra 

en cuatro ocasiones y no estaba trabajando.
103

 Añadió 

que le ―afectó muy mal‖, pues ―tenía planes‖, ya que 

el doctor Font le había propuesto que se fuera a 

estudiar medicina para que ―ejerciera con él en la 

oficina.‖
104
   

La parte apelante no impugna la cuantía concedida 

basada en la valoración de los daños probados 

realizada por el foro primario de conformidad a la 

valoración realizada en casos similares. Santiago 

Montañez v. Fresenius Medical Care, 2016 TSPR 76. Sino 

que cuestiona la suficiencia de la prueba y la falta 

de prueba médica. Según reseñamos, la declaración 

directa de un solo testigo, de ser creída por el 

juzgador de los hechos, es prueba suficiente de 

cualquier hecho. Trinidad v. Chade, 153 DPR 280, 291 

(2001). En este caso, nos parece que la prueba 

                                                 
101 Véase, Transcripción de la Prueba, a la pág. 119 
102 Id. a la pág. 122. 
103 Id.  
104 Id.  
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desfilada resultó razonable para demostrar los daños 

sufridos. No identificamos error manifiesto, 

parcialidad o prejuicio en la apreciación y 

cuantificación realizada por el foro primario.  

Finalmente, en torno al monto de la compensación 

concedida por el Tribunal de Primera Instancia, la 

parte apelante sostiene que el foro primario erró al 

ordenar el pago de una compensación por daños, en 

adición a una suma por salarios dejados  de devengar. 

Tiene razón.  

En su sentencia, el tribunal ordenó a la parte 

apelante pagar la cantidad de $20,000 por concepto de 

angustias y daños morales. También ordenó el pago de 

una suma igual al doble de dicha cantidad, para un 

total de $60,000.00, conforme a la Ley Núm. 3, supra. 

Asimismo, ordenó la reinstalación inmediata de la 

apelada a su puesto de trabajo y el pago de todos los 

salarios dejados de percibir desde el 10 de septiembre 

de 2013 hasta el momento de su reinstalación, así como 

el pago de la licencia de maternidad para el periodo 

comprendido del 23 de agosto de 2013 hasta el 4 de 

octubre de 2013. Le impuso además el pago de $6,500.00 

por concepto de honorarios de abogados.  

Según concluimos, en este caso, el patrono 

conociendo que la empleada estaba embarazada y que 

había sufrido un aborto espontáneo, la despidió 

mientras disfrutaba de la licencia de maternidad. Por 

tanto, la apelada tiene derecho a los remedios 

provistos por la Ley de Madres Obreras. López 

Fantauzzi  v. 100% Natural et al., 181 D.P.R. 92, 

(2011) 

En torno a los remedios provistos por la Ley Núm. 
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3, supra, se establece en lo pertinente, que todo 

patrono que despida sin justa causa a una mujer 

embarazada, incurrirá en responsabilidad civil por una 

suma igual al doble del importe de los daños que el 

despido haya causado a la trabajadora, o por una suma 

no menor de cien dólares ($100) ni mayor de mil 

dólares ($1,000) a discreción del tribunal si no se 

pudieran determinar daños pecuniarios, o el doble de 

éstos si montaran a una suma menor de cien dólares 

($100). La empleada tendrá derecho a que se le reponga 

en su trabajo so pena de incurrir el patrono en daños 

adicionales idénticos o iguales a los antes 

establecidos. 29 L.P.R.A. sec. 469.  

En este caso, el foro primario concedió a la 

parte apelada una indemnización por los daños y 

perjuicios sufridos y probados ascendentes a $20,000. 

Sin embargo, el tribunal apelado al calcular ―la suma 

igual al doble del importe de los daños‖ estimó el 

valor de la indemnización en $60,000.00, cuando el ―el 

doble del importe‖ correspondiente asciende a 

$40,000.00.  

Por otro lado, según surge de la prueba y de las 

determinaciones de hechos del Tribunal de Primera 

Instancia, la parte apelante al momento de entregarle 

la carta de despido a la parte apelada, le acompañó  

un cheque ascendente a $3,657.00 por concepto de 

mesada.
105

 Según ha resuelto el Tribunal Supremo, 

cuando se otorga una compensación bajo la Ley de 

Madres Obreras, se excluye cualquier compensación que 

tenga derecho la obrera por concepto del despido 

injustificado bajo la Ley 80, supra. Sociedad de 

                                                 
105 Véase, Transcripción de la Prueba Oral a las págs. 61 y 126 

https://1.next.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=L&pubNum=1015876&cite=PRSSTT29S469&originatingDoc=I612bb234850311d9bb29e962243d28b2&refType=LQ&originationContext=document&transitionType=DocumentItem&contextData=(sc.Search)
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Gananciales v. Centro Gráfico, supra, a la pág. 965. 

En este caso, en la medida en que conforme a la 

prueba, la parte apelada recibió un cheque por 

concepto de mesada ascendente a $3,657.00, procedería 

excluir la referida cantidad de la indemnización 

concedida por los daños y perjuicios sufridos. De los 

autos, no surge sin embargo, si la parte apelada giró 

y canceló el cheque concedido por concepto de mesada, 

por lo que corresponderá al foro primario realizar esa 

determinación y actuar de conformidad con lo 

resuelto.
106
  

Por otro lado, conforme reseñamos la partida de 

sueldos dejados de recibir por razón del despido 

quedan comprendidos, entre otros, dentro de los daños 

concedidos. Sociedad de Gananciales v. Centro Gráfico, 

supra, a la pág. 965 y nota al calce 5. En ese 

sentido, tiene razón la parte apelante en torno a la 

improcedencia de la partida de ―salarios dejados de 

percibir desde el 10 de septiembre de 2013 hasta el 

momento de su reinstalación‖.  

En resumen, se modifica el remedio otorgado en la 

sentencia impugnada y se concede a la parte apelada la 

cantidad de $40,000 por concepto de angustias y daños 

morales, que incluye el pago de una suma igual al 

doble conforme a la Ley Núm. 3, supra de los $20,000 

otorgados por el foro primario. Asimismo, se ordena la 

                                                 
106 En Sociedad de Gananciales v. Centro Gráfico, supra, a la nota 

al calce 5, el Tribunal puntualizó lo siguiente: 

―Ahora bien, si ya se ha concedido un remedio dentro del mismo 

pleito bajo cualesquiera de estas leyes, lo que procede no es 

desestimar la acción en relación con la otra, sino atender dicha 

reclamación. De ésta proceder y el obrero probar que le 

corresponde una cuantía mayor en concepto de daños, entonces hay 

que rebajarle a la compensación mayor la cantidad previamente 

concedida bajo la otra ley. De esta forma se mantiene la 

exclusividad del remedio sin perjudicar los derechos del obrero y 

se fomenta la política pública de promover la concesión rápida de 

remedios económicos en casos laborales.‖ 
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reinstalación inmediata de la apelada a su puesto de 

trabajo y el pago de la licencia de maternidad para el 

periodo comprendido del 23 de agosto de 2013 hasta el 

4 de octubre de 2013. 29 L.P.R.A § 472. Se confirma el 

pago de $6,500.00 por concepto de honorarios de 

abogados. 

En vista de lo anterior, se modifica el remedio 

concedido y se confirma el resto de la sentencia 

apelada. Se devuelve el caso al Tribunal de Primera 

Instancia, para determinar si los $3,657.00 del cheque 

por concepto de mesada fue cambiado. De ser así, 

procede descontar tal cantidad de los $40,000.00 

concedidos por los daños y perjuicios sufridos.   

IV. 

Por los fundamentos expuestos, se modifica el 

remedio concedido según establecido y se confirma el 

resto de la sentencia apelada.  

 Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones. 

 

 

 

                                                     

Lcda. Dimarie Alicea Lozada 

                Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 


